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Bogotá, D. C, septiembre de 2025
Señores
JULIÁN LÓPEZ
Presidente 
Honorable Cámara de Representantes
JAIME LUIS LACOUTURE
Secretario General
Honorable Cámara de Representantes
Bogotá
Asunto: Proyecto de Ley Estatutaria número 

300 de 2025 Cámara, por medio de la cual se 
establecen medidas para el fortalecimiento de las 
veedurías ciudadanas, promover el control social y 
se dictan otras disposiciones.

Señores funcionarios,
Radicamos ante ustedes el presente Proyecto 

de Ley Estatutaria número 300 de 2025 Cámara, 
por medio de la cual se establecen medidas para 
el fortalecimiento de las veedurías ciudadanas y 
se dictan otras disposiciones, por la importante 
labor de estas al promover la transparencia, la 
rendición de cuentas y la participación ciudadana 
en los asuntos públicos. En este sentido, se presenta 
a consideración el presente proyecto de ley, para 
iniciar el trámite correspondiente y cumplir con las 
exigencias dictadas por la ley y la Constitución. 

De las y los honorables Congresistas,
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PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 
NÚMERO 300 DE 2025 CÁMARA

por medio de la cual se establecen medidas para 
el fortalecimiento de las veedurías ciudadanas, 

promover el control social y se dictan otras 
disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene por objeto 
fortalecer las veedurías ciudadanas para consolidar 
su gestión, así como fortalecer las capacidades de 
control social en el país. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 2°. Facultad de Constitución. Todas las 
personas en forma plural o a través de organizaciones 
civiles como: organizaciones comunitarias, 
profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de 
utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo 
de lucro y constituidas con arreglo a la ley podrán 
constituir veedurías ciudadanas. A tal fin, deberán 
registrarse en forma simultánea, dejando constancia 
expresa de sus conflictos de intereses, ante la 
personería y cámara de comercio del municipio o 
distrito en el cual vaya a operar la veeduría como 
requisito para poder ejercer su labor. 

Parágrafo. Dentro de los seis meses siguientes 
a la expedición de esta ley, todas las veedurías que 
actualmente operan deberán proceder a realizar 
la actualización de la inscripción en los términos 
señalados en la presente ley.

Artículo 3. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 3°. Procedimiento. Para efectos de lo 
dispuesto en el artículo anterior, las organizaciones 
civiles o las personas, procederán a elegir de una 
forma democrática a los veedores, luego elaborarán 

un documento o acta de constitución en la cual 
conste el nombre de los integrantes, documento de 
identidad, el objeto de la vigilancia, nivel territorial, 
duración, correo electrónico y dirección de residencia 
para comunicaciones y notificaciones.

La inscripción de este documento se realizará ante 
las personerías municipales o distritales o ante las 
Cámaras de Comercio, quienes deberán llevar registro 
público de las veedurías inscritas en su jurisdicción. 

El Registro Único Empresarial y Social (RUES) 
será la plataforma electrónica para el registro de 
las veedurías ciudadanas en el país, que tendrá la 
posibilidad de interoperar con la información remitida 
por las entidades públicas o privadas ante las cuales 
se hace el proceso de inscripción. La plataforma 
electrónica en el RUES, a través de anotaciones 
electrónicas, permitirá la inscripción, modificación, 
la renovación y la cancelación de las veedurías 
ciudadanas de manera ágil y eficiente, fomentando 
ajustes y facilidades en las tarifas, la transparencia 
y la participación ciudadana en la supervisión 
de asuntos de interés público. En el caso de las 
comunidades indígenas esta función será asumida por 
las autoridades propias. 

Las personerías y Cámaras de Comercio de 
sus correspondientes territorios, deberán proveer 
herramientas que faciliten el proceso de inscripción 
a quienes manifiesten un interés por crear veedurías 
ciudadanas.

Al vencimiento del término de duración de la 
inscripción, la veeduría ciudadana tendrá un plazo de 
quince (15) días hábiles para informar a la autoridad 
competente su intención de renovar o finalizar su 
registro en el RUES, so pena de registrarse la pérdida 
de vigencia. Recibida la solicitud, la autoridad 
competente inmediatamente reportará al RUES la 
actualización de la vigencia de la veeduría ciudadana.

Parágrafo 1°. Las Cámaras de Comercio del 
país, las personerías distritales y municipales, las 
autoridades indígenas y los consejos comunitarios de 
las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueros, de forma semestral remitirán al RUES 
la información de la inscripción de veedurías y sus 
conflictos de interés actualizados. 

Es deber de estas entidades y autoridades, la 
revisión, verificación y depuración periódica de 
la información del registro público de veedurías, 
garantizando que la información sea veraz y 
actualizada. 

En los territorios donde no exista oficina 
de la Cámara de Comercio de la jurisdicción 
correspondiente, las Personerías Municipales deberán 
hacer el traslado del documento o acta de constitución 
de la veeduría ciudadana a la Cámara de Comercio 
respectiva para el registro de su inscripción ante el 
RUES.

Parágrafo 2°. Las tarifas de inscripción, 
renovación y cancelación de las veedurías ciudadanas 
en las Cámaras de Comercio del país, a través de la 
plataforma electrónica del RUES, tendrán un monto 
diferenciado que será reglamentado por el Gobierno 
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nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de esta ley. 

Parágrafo 3°. Las Cámaras de Comercio del 
país y las personerías distritales y municipales 
deben disponer mecanismos para la atención con 
enfoque diferencial a las autoridades indígenas y los 
consejos comunitarios de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueros al momento 
del registro de su veeduría, y disponer de mecanismos 
para la atención y acompañamiento diferencial de 
veedores de zonas rurales y dispersas, que cuenten con 
una condición de discapacidad y las veedoras mujeres 
o personas con identidad de género diversa, con el 
propósito de garantizar su participación inclusiva. 
Igualmente contarán con canales de comunicación 
accesibles para personas con discapacidad sensorial 
y garantizarán el acceso a formatos en sistema de 
escritura braille cuando sea el caso.

Parágrafo 4°. No se podrá exigir la constitución 
de una entidad sin ánimo de lucro como requisito para 
el registro de las veedurías ciudadanas. El registro de 
una veeduría ciudadana como entidad sin ánimo de 
lucro dependerá de la libre decisión de los integrantes 
de la veeduría respectiva.

Lo anterior no aplica para las redes de veedurías, 
según lo estipulado en el artículo 21 de la presente 
ley.

Artículo 4°. Adiciónese un artículo a la Ley 850 
de 2003, el cual quedará así: 

Artículo 14A. Otros principios. Adicional a los 
principios contemplados en los artículos anteriores, 
las veedurías ciudadanas deberán regirse por los 
principios de oportunidad y solidaridad. 

A)	 Oportunidad: la actuación de los veedores 
debe propender por un impacto preventivo de su 
acción, informando en el momento adecuado a las 
autoridades competentes de sus hallazgos.

B)	 Solidaridad: los veedores actúan para 
las comunidades destinatarias de los bienes y 
servicios públicos, buscando que las autoridades 
den cumplimiento a sus funciones y garanticen los 
derechos de la comunidad. Su actuación se centra 
en el interés general y, con especial énfasis, en el 
En la protección de poblaciones tradicionalmente 
marginadas, personas en situación de vulnerabilidad, 
mujeres, jóvenes, personas mayores, comunidades 
étnicas, población con discapacidad y en general 
todos aquellos sectores que enfrentan barreras para el 
ejercicio pleno de sus derechos.

C)	 Cooperación: En la Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, todas las entidades 
que la conforman colaboran de manera conjunta con el 
talento humano y sus recursos técnicos, operativos y 
financieros disponibles, para el logro de los objetivos 
propuestos.

D)	 Coordinación: El diseño y ejecución de las 
políticas, los criterios que se adopten y las líneas 
de acción que se definan para el fortalecimiento de 
las veedurías ciudadanas y sus redes, así como las 

acciones que se emprendan, obedecen a un proceso 
organizado y concertado entre sus integrantes.

E)	 Complementariedad: Las Entidades 
que integran la Red Institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas concurren con sus capacidades 
y sus experiencias específicas, para facilitar la 
transferencia de conocimientos de acuerdo con sus 
competencias, garantizando beneficios mutuos hacia 
el cumplimiento del objeto de la Red.

F)	 Acción concertada: Las entidades que 
concurran en el fortalecimiento de las Veedurías 
Ciudadanas constituirán un todo coherente, orientado 
a facilitar la labor de estas y sus redes. Esta gestión 
requiere del desarrollo de estrategias de negociación 
o diálogo, a efectos de identificar los puntos de 
acuerdos esenciales y formular y desarrollar 
estrategias cooperativas.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 17 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará redactado así:

Artículo 17. Derechos de las veedurías:
a) 	 Acceder a la información completa, 

incluyendo el ciclo de políticas públicas y las etapas 
de contratación, relacionada con las políticas, 
proyectos, programas, contratos, concesiones, 
recursos presupuestales de carácter público asignados, 
metas físicas y financieras, procedimientos técnicos 
y administrativos y los cronogramas de ejecución 
previstos para los mismos desde el momento de 
su iniciación. La información entregada debe ser 
completa, oportuna y en lenguaje claro y accesible 
para el veedor ciudadano, con excepción de lo 
establecido en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011 o 
la norma que lo modifique o adicione.

La información podrá ser entregada en 
medio magnético o físico de conformidad con 
los procedimientos internos definidos por cada 
entidad. No obstante, no se podrá limitar la entrega 
de la información a los veedores ciudadanos 
aduciendo costes de reproducción, cuando sea 
posible la digitalización de la información y de los 
trámites respectivos. Lo anterior, sin perjuicio de la 
información que tenga carácter reservada o clasificada 
por la Constitución o la ley.

b) 	 Solicitar al funcionario de la entidad pública 
o privada responsable del programa, contrato o 
proyecto donde estén involucrados recursos de 
carácter público - financieros, logísticos, normativos, 
técnicos - la adopción de los mecanismos correctivos 
y sancionatorios del caso, cuando en su ejecución no 
cumpla con las especificaciones correspondientes 
o se causen graves perjuicios a la comunidad. Para 
ello, los veedores deben suministrar evidencia o datos 
concretos que permitan encauzar una investigación.

c) 	 Obtener de los supervisores, interventores, 
contratistas y de las entidades contratantes, la 
información que permita conocer los criterios que 
sustentan la toma de decisiones relativas a la gestión 
fiscal y administrativa. La información solicitada 
por las veedurías es de obligatoria respuesta, en los 
términos y condiciones fijados por la normatividad 
vigente. 
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d) 	 Solicitar y recibir capacitaciones anuales 
especializadas de parte de las entidades del sector 
público, según su competencia y especialidad, de 
conformidad con los lineamientos definidos en la 
ley. 

Las veedurías en las subregiones PDET, 
especialmente las de comunidades étnicas y rurales, 
tendrán acceso prioritario a programas de formación 
presencial y a la información relacionada con control 
social, así como con proyectos de redes de veedurías 
que impacten su territorio y derechos colectivos.

e)	 Las Instituciones Públicas de Educación 
Superior, en el marco de su autonomía universitaria 
y de acuerdo a sus capacidades, podrán conceder 
descuentos del pago de la matrícula e incentivos para 
su permanencia en programas relacionados con el 
ejercicio del control social a la gestión pública, a los 
miembros de las veedurías debidamente inscritas, 
con registro vigente y en funcionamiento efectivo 
por un periodo mínimo de seis (6) meses.

Lo anterior deberá articularse con el Plan 
Nacional para la formación de veedores para el 
ejercicio de control social o el instrumento que haga 
sus veces.

f) 	 Las labores de las veedurías ciudadanas 
debidamente constituidas y activas podrán ser 
financiadas mediante el Fondo para la Participación 
Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia, 
adscrito al Ministerio del Interior, según la 
reglamentación expedida al respecto. 

También podrán ser financiadas por organizaciones 
sociales o particulares, o con recursos provenientes 
de la cooperación internacional, exclusivamente 
con el fin de impulsar el seguimiento de la ejecución 
de los recursos públicos en proyectos de interés 
general, políticas públicas, proyectos estratégicos, 
entre otros.

g) 	 Los veedores ciudadanos, con nivel de 
riesgo valorado por la autoridad competente, tienen 
derecho a que se les brinde y presten mecanismos de 
protección para su integridad.

h) 	 Acceder de forma libre y gratuita a los 
medios públicos y comunitarios de comunicación, 
según los lineamientos que expida el Gobierno 
nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley. 

i) 	 Los demás que reconozca la Constitución y 
la ley. 

Parágrafo 1°. Los documentos que deben 
entregar o expedir los servidores públicos o demás 
personas o entidades sujetas del control social por 
las veedurías ciudadanas en ejercicio de su labor de 
vigilancia y control no causará costo alguno. 

Parágrafo 2°. Las entidades públicas y privadas 
que se nieguen a dar respuesta a las solicitudes 
de información hechas por las veedurías, serán 
sancionadas conforme a los artículos 31 y 32 de la 
Ley 1437 de 2011. 

Parágrafo 3°. Las veedurías ciudadanas podrán 
obtener servicios de asesoría jurídica y litigio 

estratégico de interés público por parte de los 
Consultorios Jurídicos del país.

Los servicios prestados no serán a título personal, 
sino frente a la labor de la veeduría ciudadana, para 
lo cual deberá aportarse el certificado de registro de 
la veeduría ante el RUES. En estos eventos, no será 
aplicable la limitación por cuantía, pero los servicios 
no podrán incluir representación judicial. 

Los egresados de las facultades de derecho podrán 
realizar su judicatura ad honorem como asistentes de 
las Veedurías Ciudadanas debidamente registradas 
y en funcionamiento efectivo, de conformidad con 
los requisitos y lineamientos establecidos por el 
Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo transitorio. Dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la expedición de la presente ley, 
el Gobierno nacional reglamentará las presentes 
disposiciones en coordinación del Ministerio 
Público, Ministerio de Educación, la Contraloría 
General de la República, Procuraduría General 
de la Nación, Personería, y demás autoridades 
intervinientes.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 18 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará redactado así: 

Artículo 18. Deberes de las veedurías. Son 
deberes de las veedurías: 

a) 	 Actuar conforme a los principios rectores 
del ejercicio de control social referidos en la 
presente ley, garantizando el respeto de los derechos 
fundamentales, la dignidad humana y obrando con 
transparencia y ética.

b) 	 Recibir informes, observaciones, y 
sugerencias que presenten los particulares, las 
comunidades organizadas, las organizaciones 
civiles y las autoridades, en relación con las obras, 
programas y actividades objeto de veeduría. 

c) 	 Dar cumplimiento de los lineamientos para 
la conformación, inscripción, registro y actuación 
de las veedurías ciudadanas, definidas por la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas. 

Estos lineamientos deben contemplar como 
mínimo la definición del objeto; la; la conformación 
e inscripción de la veeduría; la realización de planes 
de trabajo y criterios de evaluación; la recolección, 
análisis y elaboración de informes a partir de la 
información obtenida; y, la comunicación a la 
ciudadanía y la comunidad.

d) 	 Comunicar a la ciudadanía, a través de 
informes presentados en asambleas generales 
o reuniones similares de los habitantes y de las 
organizaciones de la comunidad y a través de medios 
digitales, los avances en los procesos de control y 
vigilancia que estén realizando. 

e) 	 Definir su propio reglamento de 
funcionamiento y los mecanismos de regulación del 
comportamiento de sus miembros, de conformidad 
con los lineamientos definidos por la Constitución y 
la ley. 
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f) 	 Acatar el régimen de prohibiciones e 
impedimentos señalados por esta ley. 

g) 	 Inscribirse en el registro de las personerías 
municipales y distritales o Cámaras de Comercio, de 
conformidad con el procedimiento y términos para la 
inscripción, actualización, renovación y finalización 
de las veedurías contemplado en la presente ley. 

h) 	 Recibir y cumplir con los lineamientos 
para las capacitaciones especializadas solicitadas 
a las entidades del sector público, de conformidad 
con su competencia y especialidad, en los tiempos 
establecidos por estas.

i) 	 Realizar audiencias públicas para rendir 
informes de control preventivo y posterior ejercido 
por la veeduría y solicitar información de las entidades 
oficiales o privadas que ejecuten recursos del Estado 
o prestan un servicio público. Estos informes deberán 
ser depositados ante la Cámara de Comercio y la 
Personería en la cual se encuentre registrada e, 
igualmente, difundidos a través de la página web o 
redes sociales de la respectiva veeduría. 

j) 	 Informar a las autoridades y ciudadanía en 
general mediante rendición de cuentas pública, cada 
6 meses, sobre su financiación, la ejecución de los 
recursos y los resultados de su gestión. También 
deberán informar en su rendición de cuentas, el 
trámite que le dan a los posibles conflictos de interés 
derivados de la financiación que reciben y presentar 
un informe sobre estos conflictos de interés. Cuando 
una veeduría reciba financiación pública o privada, 
deberá emitir un informe semestral detallado de la 
destinación de los recursos recibidos y un informe final 
de los hallazgos realizados de sus investigaciones. 

k) 	 Abstenerse de recibir financiación de 
entidades estatales que son objeto de control de la 
veeduría, o de individuos o instituciones, que de 
mala fe o con intenciones temerarias, pretendan 
obstaculizar la obra o proyecto en ejecución. 

l) 	 Reportar de forma inmediata al RUES 
cualquier cambio o modificación presentada de la 
veeduría, incluyendo sus integrantes, duración y 
vigencia, y conflictos de interés.

m) 	 Reportar informes de hallazgos y registro de 
conflictos de interés a las autoridades competentes 
para su publicación en el RUES, así como trasladar 
los informes de hallazgos obtenidos como resultado 
del ejercicio de control social, cuyo trámite al interior 
de la entidad será objeto de seguimiento.

Los informes de hallazgos presentados por las 
veedurías ciudadanas a programas, obras y contratos 
de las entidades públicas, deben publicarse en la 
página oficial de la entidad. 

n) 	 Las demás que señalen la Constitución y la 
ley.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así: 

Artículo 22. La Red Institucional de Apoyo 
a las Veedurías Ciudadanas es una instancia en 
la que entidades estatales del orden nacional, 
departamental, distrital o municipal, conectadas entre 

sí, por un sistema de relaciones a través de acuerdos 
y cooperación interinstitucional, con competencias y 
autonomía para definir planes, acciones y recursos, 
apoyan y articulan a las veedurías ciudadanas y sus 
redes en el ejercicio del control social a la gestión 
pública.

La RIAV tendrá como objeto la colaboración a las 
veedurías ciudadanas y sus redes para el cumplimiento 
de sus objetivos, mediante la asesoría legal, la 
promoción de la vigilancia a la gestión pública, el 
diseño de metodologías evaluativas de dicha gestión, 
el suministro de información sobre los planes, 
programas, proyectos y recursos institucionales de la 
Administración Pública, la capacitación, la promoción 
a la conformación de veedurías ciudadanas y sus 
redes, así́ como al ejercicio de control social, y la 
evaluación de los logros alcanzados por estas, entre 
otras. 

Esta instancia interinstitucional estará compuesta 
por:

a) 	 En el nivel nacional: Por la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio 
del Interior, el Departamento Administrativo de 
la Función Pública, el Departamento Nacional de 
Planeación Escuela Superior Administración Pública.

Así mismo, participará como órgano adscrito al 
Ministerio del Interior, el Fondo para la Participación 
Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia, o 
el que haga sus veces.

b) 	 En el nivel territorial: Por las instituciones 
que en territorio hagan las veces de quienes legalmente 
conforman la Red del nivel nacional.

Para su efectivo funcionamiento, la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas a 
nivel nacional se estructurará de la siguiente manera:

a) 	 Coordinación: La coordinación de la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas 
corresponde al Fondo para la Participación y el 
Fortalecimiento de la Democracia, la cual deberá ser 
ejercida por el Ministerio del Interior.

b) 	 Secretaría técnica: La Red Institucional 
de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas designará 
la entidad que asumirá la Secretaría Técnica por el 
periodo de un año, de manera automática y rotativa 
entre sus integrantes.

c) 	 Comité Directivo: La Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas tendrá un Comité 
Directivo, integrado por el representante legal o 
delegado del nivel directivo de las entidades que la 
conforman.

d) 	 Comité Técnico: La Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, se conformará 
un comité técnico, integrado por lo menos por un 
funcionario designado por el nominador o directivo 
que haga parte del comité directivo. Este comité 
elaborará y presentará el Plan de Acción de la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas 
para aprobación del Comité Directivo, y apoyará su 
ejecución y evaluación.



Página 6	 Viernes, 26 de septiembre de 2025	 Gaceta del Congreso  1815

Parágrafo 1°. Las Redes Territoriales contarán con 
la misma estructura organizativa que la RIAV del orden 
nacional. La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías 
Ciudadanas, en su nivel nacional, brindará asesoría y 
apoyo a las redes institucionales del orden territorial, 
respetando su autonomía, para la implementación y 
seguimiento de sus respectivos planes.

Cada red institucional del orden territorial deberá 
contar con una Secretaría Técnica, designada por 
las entidades miembros, que actuará como canal de 
comunicación y coordinación de acciones con la RIAV 
del nivel nacional.

Parágrafo 2°. La Red Institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas podrá desarrollar sus funciones 
de manera articulada con otras entidades que promueven 
y ejecutan el Plan Nacional de Formación para el 
Control Social, y otras actividades que correspondan al 
cumplimiento de sus líneas estratégicas. 

Parágrafo 3°. Las entidades que integran la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas 
podrán coordinar, con organismos públicos, privados 
y no gubernamentales, nacionales e internacionales, 
el desarrollo de programas, proyectos y planes, que 
promuevan el ejercicio del control social a la gestión 
pública, y realizarán alianzas estratégicas con entidades 
distintas a las que integran la Red para adelantar sus 
actividades en cumplimiento del Plan de Acción de 
cada anualidad.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 22A a la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así: 

Artículo 22A. Funciones de las instancias de la 
red institucional de apoyo a las veedurías ciudadanas. 
Las diferentes instancias coordinadoras, decisorias 
y ejecutoras de la Red Institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas, de que trata el artículo anterior, 
cumplirán las siguientes funciones sin perjuicio de las 
responsabilidades que como integrante de la misma, 
les ha señalado la Ley 850 de 2003, modificada por la 
Ley 1757 de 2015: 

a) 	 Organismo coordinador: Corresponde al 
organismo coordinador de la Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, el cumplimiento 
de las siguientes funciones:

1. 	 Promover el cumplimiento de los objetivos 
de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías 
Ciudadanas y garantizar la armonía en el ejercicio de 
las funciones de esta. 

2. 	 Prestar la colaboración pertinente para el 
funcionamiento de la Red y propender porque las 
decisiones se tomen de acuerdo con los principios 
contemplados en el presente reglamento.

3. 	 Difundir las acciones que realiza la Red.
4. 	 Las demás funciones inherentes a la 

competencia de coordinación.
b) 	 Secretaría técnica: La Secretaría Técnica 

como órgano de ejecución, organización y planeación 
de las actividades administrativas de las entidades 
que por mandato legal operan al interior de la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, 
debe cumplir las siguientes funciones:

1. 	 Convocar, preparar y moderar las reuniones 
de la RIAV, elaborando acta de registro de dichas 
reuniones.

2. 	 Hacer seguimiento a los compromisos 
adquiridos en cada reunión del Comité Técnico, e 
informar a los miembros del Comité Directivo, para 
facilitar su gestión de seguimiento.

3. 	 Mantener las bases de datos de los miembros 
de la Red del nivel central y territorial con la 
información actualizada semestralmente, que envíen 
los miembros del Comité Técnico.

4. 	 Administrar y hacer entrega de la 
documentación que se requiera para las reuniones 
de la RIAV.

5. 	 Estructurar los informes de gestión anual de 
la RIAV.

6. 	 Recibir y gestionar las Solicitudes y/o 
Peticiones realizadas por las Veedurías Ciudadanas, 
de conformidad con la hoja de ruta diseñada por la 
RIAV.

7. 	 Recibir y administrar el registro de los 
planes de acción de la RIAV a nivel territorial y su 
seguimiento por la autoridad encargada.

8. 	 Prestar apoyo técnico y metodológico 
a la RIAV en todas las acciones requeridas de 
conformidad con la hoja de ruta establecida para 
garantizar su adecuado funcionamiento.

9. 	 Hacer seguimiento de la ejecución eficiente 
del plan de acción y del presupuesto asignado a la 
RIAV, dentro de los lineamientos del Plan de Acción.

10. 	 Las demás, inherentes a la naturaleza de la 
función de Secretaría Técnica.

c) 	 Comité directivo: Corresponde al comité 
directivo de la Red institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas, las siguientes funciones:

1. 	 Asignar a los integrantes del Comité Técnico 
de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías 
Ciudadanas, teniendo en consideración el perfil 
de acuerdo con las responsabilidades otorgadas 
por ley, y asegurar el cumplimiento funcional 
correspondiente.

2. 	 Aprobar y adoptar el Plan Anual de Acción 
de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías 
Ciudadanas, elaborado por el Comité Técnico.

3. 	 Apoyar y participar en el cumplimiento y 
seguimiento del Plan de Acción anual de la RIAV, 
para lo cual deberá agendar reuniones semestrales 
y/o trimestrales con sus pares.

4. 	 Las demás, inherentes a la naturaleza de la 
función del Comité Directivo.

d) 	 Comité técnico: El comité técnico de la Red 
institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, 
tendrá las siguientes funciones:

1.	 Elaborar, para aprobación del Comité 
Directivo, el Plan de Acción anual de la Red, 
incluyendo su incorporación en los planes 
institucionales de las entidades miembros.
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2. 	 Ejecutar las acciones y cumplir los 
compromisos establecidos en el Plan de Acción y 
en las reuniones del Comité Técnico, dentro de los 
plazos acordados.

3. 	 Mantener y remitir a la Secretaría Técnica 
la información actualizada sobre miembros, planes 
de acción y su seguimiento, así como enviar 
observaciones a las actas en los términos previstos.

4. 	 Desarrollar las demás funciones inherentes a 
la naturaleza del Comité Técnico.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 22B a la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así: 

Artículo 22B. Reglamentación y Plan de 
Acción de la RIAV. La Red Institucional de Apoyo 
a las Veedurías Ciudadanas en el nivel nacional 
será responsable de reglamentar su organización y 
funcionamiento, así como de adoptar y actualizar 
su Plan de Acción anual, el cual orientará las 
actividades de la Red en todos los niveles.

El reglamento deberá definir, como mínimo, 
la estructura de coordinación y secretaría técnica, 
el funcionamiento de los comités, la periodicidad 
y procedimiento de las reuniones, el quórum 
para deliberar y decidir, y los mecanismos 
de comunicación y articulación con las redes 
territoriales.

El Plan de Acción Anual, aprobado por el 
Comité Directivo antes del mes de noviembre de 
cada vigencia, deberá contener como mínimo las 
siguientes líneas estratégicas:

1.	 Organización y funcionamiento: Actividades 
que garanticen la operatividad de la RIAV a nivel 
nacional y territorial.

2.	 Asistencia legal: Acciones de apoyo jurídico 
a las veedurías y sus redes.

3.	 Capacitación: Programas de formación para 
el control social a la gestión pública.

4.	 Comunicación: Mecanismos para la 
accesibilidad y difusión de información relevante.

5.	 Investigación y desarrollo: Estudios y 
análisis orientados al fortalecimiento del control 
social.

Parágrafo 1°. Una vez aprobado, el Plan de 
Acción será remitido a las redes territoriales para su 
articulación, ejecución y seguimiento, respetando su 
autonomía.

Parágrafo 2°. Cada entidad miembro podrá 
destinar recursos para el cumplimiento del Plan 
de Acción, incluyendo actividades nacionales y 
territoriales.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 23. Consejo Nacional de 
Fortalecimiento de las Veedurías Ciudadanas. 
Créase el Consejo Nacional de Fortalecimiento 
de las Veedurías Ciudadanas como órgano 
interinstitucional de carácter consultivo y 
estratégico, encargado de formular lineamientos 

y recomendaciones de política pública para el 
fortalecimiento del ejercicio de control social y el 
desarrollo de las veedurías ciudadanas en el país. 
Este Consejo estará integrado por:

a)	 Un delegado de la Procuraduría General de 
la Nación,

b)	 Un delegado de la Contraloría General de la 
República,

c)	 Un delegado de la Defensoría del Pueblo,
d)	 Dos delegados de las redes de veedurías 

ciudadanas de orden nacional,
e)	 Dos delegados de las redes de veedurías 

ciudadanas de orden municipal,
f)	 Dos delegados de las redes de veedurías 

ciudadanas constituidas para el seguimiento a la 
implementación del Acuerdo Final de Paz o en 
regiones PDET, y

g)	 Dos delegados de redes no territoriales de 
veedurías ciudadanas.

Parágrafo 1°. El Consejo promoverá la 
articulación institucional, la inclusión activa de 
representantes de comunidades históricamente 
excluidas y priorizar la participación de las zonas 
más afectadas por el conflicto armado, especialmente 
aquellas vinculadas con la implementación del 
Acuerdo Final de Paz.

Parágrafo 2°. El Consejo, junto con la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, 
elaborará y publicará un informe anual con 
recomendaciones de política y análisis regionalizado 
sobre el estado del control social y el funcionamiento 
de las veedurías en el país.

Artículo 11. Adiciónese un parágrafo al artículo 
50 de la Ley 1757 de 2015, el cual quedará así: 

Artículo 50. Obligatoriedad de la rendición 
de cuentas a la ciudadanía. Las autoridades de la 
administración pública nacional y territorial tienen 
la obligación de rendir cuentas ante la ciudadanía 
para informar y explicar la gestión realizada, los 
resultados de sus planes de acción y el avance en la 
garantía de derechos. 

La rendición de cuentas incluye acciones para 
informar oportunamente, en lenguaje comprensible 
a los ciudadanos y para establecer comunicación y 
diálogo participativo entre las entidades de la rama 
ejecutiva, la ciudadanía y sus organizaciones. 

Parágrafo 1°. Las entidades y organismos 
de la Administración Pública tendrán que rendir 
cuentas en forma permanente a la ciudadanía, en 
los términos y condiciones previstos en el artículo 
78 de la Ley 1474 de 2011. Se exceptúan las 
empresas industriales y comerciales del Estado y 
las Sociedades de Economía Mixta que desarrollen 
actividades comerciales en competencia con el 
sector privado, nacional o internacional o en 
mercados regulados, caso en el cual se regirán por 
las disposiciones legales y reglamentarias aplicables 
a sus actividades económicas y comerciales. 
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Parágrafo 2°. El informe de rendición de cuentas 
que realicen las autoridades de la administración 
pública nacional y territorial, los entes de control 
y el Ministerio Público deberá incluir un informe 
detallado de las distintas respuestas a peticiones que 
dan a las veedurías y del trámite que se realizó de las 
mismas. Igualmente, deberán presentar las medidas 
adoptadas respecto de las recomendaciones allegadas 
por las veedurías ciudadanas sobre las políticas, 
planes, programas, proyectos, contratos y obras a 
su cargo, en caso de que se hubiesen adoptado. En 
caso de no haber adoptado ninguna medida se deberá 
especificar las razones. 

Este informe detallado deberá ser presentado a las 
veedurías ciudadanas en espacios de diálogo, para su 
respectiva retroalimentación y respuesta por parte de 
la entidad respectiva.

Artículo 12. Medidas de protección a los 
veedores ciudadanos. Los veedores ciudadanos 
que presuntamente se encuentren en situación 
de riesgo podrán ser incluidos en el Programa de 
Protección de la Unidad Nacional de Protección, 
siguiendo la reglamentación para la protección de 
personas en situación de riesgo. Además, podrán 
acceder a mecanismos de protección necesarios para 
salvaguardar su seguridad e integridad. 

Para lo anterior, deberán acudir a la Alcaldía 
municipal o distrital del lugar de la ocurrencia de 
los hechos con apoyo del Ministerio Público, a fin 
de que se les pueda brindar la respectiva atención, 
orientación y acompañamiento, quienes adelantarán 
el respectivo trámite de urgencia para la valoración 
y determinación del riesgo ante la Unidad Nacional 
de Protección. 

En casos de graves amenazas a su vida e 
integridad personal por desarrollar sus funciones, se 
les podrá otorgar medidas provisionales de apoyo 
de reubicación temporal, para su asentamiento en 
un lugar diferente a la zona de riesgo. La Unidad 
Nacional de Protección y la Policía Nacional, 
desarrollarán protocolos y mecanismos para 
otorgar medidas de protección de forma efectiva a 
los veedores que son víctimas de hostigamientos, 
amenazas o riesgos de seguridad que ponen en 
peligro su vida o su integridad.

Artículo 13. Capacitaciones a las veedurías 
ciudadanas. La Contraloría General de la República, 
el Ministerio Público, la Escuela Superior de 
Administración Pública, el Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA), la Agencia Nacional de 
Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
y las demás entidades que conforman la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, 
deben desarrollar capacitaciones periódicas a 
las veedurías ciudadanas, según sus respectivas 
competencias y especialidad. Las capacitaciones 
tendrán en consideración la perspectiva territorial, 
diferencial y étnica. Dichas capacitaciones podrán 
ser virtuales o presenciales. 

Las capacitaciones podrán versar, entre otros, 
en su conformación, presentación de peticiones, 

presentación de informes de rendición de cuentas, 
análisis de políticas, programas y proyectos y 
seguimiento y revisión de contratos y recursos 
públicos. 

Las entidades públicas podrán realizar 
capacitaciones técnicas a las veedurías registradas 
para hacer seguimiento de las políticas, programas, 
proyectos y contratos de su competencia. Estas 
capacitaciones versarán sobre la política, programa, 
proyecto y/o contrato respectivo. 

Parágrafo 1°. Las Cámaras de Comercio de la 
jurisdicción territorial respectiva, en el marco de 
sus funciones y especialidad, estarán encargadas 
de diseñar, implementar y ejecutar programas de 
capacitación dirigidos a fortalecer las capacidades 
técnicas, jurídicas y operativas de las veedurías 
ciudadanas. Las capacitaciones diseñadas por 
las Cámaras de Comercio se centrarán en áreas 
fundamentales como el conocimiento de la normativa 
vigente, la implementación de mecanismos de control 
y seguimiento, la ética en el ejercicio de la veeduría, 
así como el fortalecimiento de habilidades en el 
manejo de información relevante para la detección 
de posibles irregularidades en la gestión de recursos 
públicos y privados. 

Parágrafo 2°. El Ministerio Público realizará 
capacitaciones a los funcionarios públicos acerca de 
la importancia de la labor de las veedurías ciudadanas 
y los términos y estándares constitucionales para 
otorgar una respuesta de los requerimientos, 
peticiones, denuncias e informes. 

Parágrafo 3°. Las capacitaciones contempladas 
en el presente artículo, podrán también ser otorgadas 
a las diferentes modalidades de control social 
contempladas en el artículo 63 de la Ley 1757 de 
2015. 

Parágrafo 4°. El Ministerio de Educación 
Nacional y El Ministerio de Trabajo podrán 
establecer mecanismos y programas destinados a la 
capacitación de los veedores ciudadanos. 

Parágrafo 5°. La Defensoría del Pueblo y 
la Procuraduría General de la Nación realizarán 
capacitaciones en acciones constitucionales y su 
interposición a las veedurías ciudadanas.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 19 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así: 

Artículo 19. Impedimentos para ser veedor: 
a) 	 Cuando quienes aspiren a ser veedores 

sean contratistas, interventores, proveedores o 
trabajadores adscritos a la obra, contrato o programa 
objeto de veeduría o tengan algún interés patrimonial 
directo o indirecto en la ejecución de las mismas. 

Tampoco podrán ser veedores quienes hayan 
laborado dentro del año anterior en la obra, contrato 
o programa objeto de veeduría. 

b) 	 Quienes estén vinculados por matrimonio, 
unión permanente o parentesco dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 
único civil con el contratista, interventor, supervisor, 
proveedor o trabajadores adscritos a la obra, contrato 
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o programa, así como a los servidores públicos que 
tengan la participación directa o indirecta en la 
ejecución de los mismos. 

c) 	 Cuando sean trabajadores o funcionarios 
públicos, municipales, departamentales o nacionales, 
cuyas funciones estén relacionadas con la obra, 
contrato o programa sobre el cual se ejercen veeduría. 

En ningún caso podrán ser veedores los ediles, 
concejales, diputados, y Congresistas. 

d) 	 Quienes tengan vínculos contractuales, 
extracontractuales, reciban financiación o participen 
en organismos de gestión de la ONG, gremio o 
asociación comprometidos en el proceso objeto de la 
veeduría. 

e) 	 En el caso de organizaciones, haber sido 
cancelada o suspendida su inscripción en el registro 
público. En caso de personas naturales haber sido 
condenado penal o disciplinariamente, salvo por 
los delitos políticos o culposos, y en el caso de los 
servidores públicos ser sancionado con destitución. 

f) 	 Recibir financiación privada por parte de 
personas naturales o jurídicas vinculadas directa o 
indirectamente a la obra, contrato o programa sobre 
el cual se ejerce veeduría. 

Parágrafo. Las veedurías deberán presentar 
anualmente un informe de sus impedimentos y 
conflictos de interés, en el desarrollo de su labor como 
veedores ciudadanos. Los impedimentos y conflictos 
de interés, deberán ser publicados al momento del 
registro de la veeduría, un informe anual de registro 
de conflictos actualizado y un informe cada vez que 
haya un cambio de la situación de interés privado.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 96 de la Ley 
1757 de 2015, el cual quedará así: 

Artículo 96. El fondo para la participación 
ciudadana y el fortalecimiento de la democracia. 
Este Fondo será una cuenta adscrita al Ministerio del 
Interior sin personería jurídica ni planta de personal 
propia, el cual deberá regirse por la Ley 80 de 1993 
y sus normas complementarias, cuyos recursos 
se destinarán a la financiación o cofinanciación 
de planes, programas y proyectos de formación 
para la participación ciudadana o de participación 
ciudadana, así como la financiación o cofinanciación 
de insumos, estímulos e incentivos para fortalecer el 
ejercicio de las veedurías ciudadanas. 

Parágrafo 1°. Los planes, programas y proyectos 
financiados o cofinanciados por el Fondo podrán 
ser ejecutados por el Ministerio del Interior o 
mediante contratos o convenios con entidades de 
derecho público. Toda contratación que se realice 
con cargo al Fondo para la Participación Ciudadana 
y el Fortalecimiento de la Democracia deberá ser 
publicada en el portal Secop, o en el sitio web oficial 
que lo reemplace o cumpla funciones equivalentes. 

Parágrafo 2°. La participación del Fondo en la 
financiación o cofinanciación de planes, programas 
y proyectos de participación ciudadana, no exime 
a las autoridades públicas del nivel nacional, 
departamental, municipal y distrital, de cumplir con 

sus obligaciones constitucionales y legales en la 
promoción y garantía del derecho a la participación 
ciudadana en sus respectivas jurisdicciones. 

Parágrafo 3°. La dirección, administración y 
ordenación del gasto del Fondo estará a cargo del 
Ministro del Interior o de quien éste delegue. 

Parágrafo 4°. El Fondo deberá realizar un 
informe dos veces al año al Consejo Nacional de 
Participación Ciudadana, a los entes de control y a 
las entidades que conforman la Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas donde incluya el 
reporte de sus actividades, prioridades y ejecución 
del presupuesto, con un informe especial respecto 
de los proyectos de las veedurías ciudadanas. Dicho 
informe, deberá estar publicado y al alcance de los 
diferentes actores sociales, en la página web del 
Ministerio del Interior.

Parágrafo 5°. Los entes de control harán especial 
seguimiento y vigilancia de la destinación y ejecución 
de los recursos públicos del presente Fondo, con 
énfasis a la adecuada utilización de los insumos, 
incentivos y estímulos a las veedurías ciudadanas. 

Parágrafo transitorio. El Ministerio del 
Interior, dentro de los seis (6) meses posteriores 
a la entrada en vigencia de la presente ley, 
reglamentará el procedimiento y condiciones para 
acceder a los insumos, incentivos y estímulos, 
mediante la presentación de proyectos por parte de 
las veedurías ciudadanas debidamente registradas 
y en funcionamiento efectivo y comprobado, 
incorporando acciones concretas para la asistencia y 
acompañamiento técnico para las veedurías rurales 
y de territorios dispersos, así como aquellas que 
ejercen control social a los recursos destinados 
a la implementación del Acuerdo de Paz. Los 
integrantes de la Red Institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas acompañarán el proceso de 
reglamentación, implementación y evaluación de 
esta normatividad.

Artículo 16. Promoción del control social de 
otros actores. El Gobierno nacional, en el término de 
doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de 
la presente ley, establecerá una política de promoción 
de los derechos de los otros actores de control social, 
establecidos en el artículo 63 de la Ley 1757 de 2015, 
de conformidad con las disposiciones contempladas 
en la presente Ley para las veedurías ciudadanas. 

Los periodistas adscritos a un medio de 
comunicación debidamente registrado, serán 
considerados como actores de control social cuando 
realizan labor de control a la gestión de los poderes 
públicos.

Artículo 17. Vigilancia y seguimiento. El 
Ministerio Público, en coordinación con las entidades 
pertenecientes a la Red Institucional de Apoyo a las 
Veedurías Ciudadanas, realizará el seguimiento y 
vigilancia de la implementación de la presente ley.

Artículo 18. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones contrarias.
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Cordialmente, 
De las y los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.	 OBJETO
El presente proyecto de ley tiene por objeto 

fortalecer las veedurías ciudadanas para consolidar 

su gestión y reforzar su capacidad de control social 
a lo público.

II.	 ANTECEDENTES LEGISLATIVOS. 
El Proyecto de Ley Estatutaria número 123 de 

2024 Cámara fue radicado el día 31 de julio de 
2024, siendo sus autores los congresistas: Alejandro 
García Ríos, Catherine Juvinao Clavijo, Juan 
Sebastián Gómez Gonzales, Ariel Fernando Ávila 
Martínez, Humberto de la Calle Lombana, Germán 
Alcides Blanco Álvarez, Delcy Esperanza Isaza 
Buenaventura, Juan Daniel Peñuela Calvache, 
María del Mar Pizarro García, Alfredo Rafael 
Deluque Zuleta, Paloma Susana Valencia Laserna, 
Piedad Correal Rubiano, Juan Carlos Losada 
Vargas, José Octavio Cardona León, Juan Fernando 
Espinal Ramírez, Julio César Triana Quintero, Jairo 
Reinaldo Cala Suárez, Carolina Giraldo Botero, 
Duvalier Sánchez Arango, Jorge Eliécer Tamayo 
Marulanda , Pedro José Súarez Vacca, Alirio Uribe 
Muñoz, Jennifer Dalley Pedraza Sandoval y Cristian 
Danilo Avendaño Fino.

Adicionalmente, es fundamental señalar que la 
presente iniciativa fue radicada en la Legislatura 
2022-2023 bajo el Proyecto de Ley Estatutaria 
número 120 de 2023 Cámara, con el siguiente 
procedimiento: 

•	 El Proyecto de Ley Estatutaria número 120 
de 2023 Cámara fue radicado el 23 de agosto de 
2023, siendo sus autores los congresistas: Alejandro 
García Ríos, Catherine Juvinao Clavijo, Humberto 
de la Calle Lombana, Andrés David Calle Aguas, 
Juan Carlos Losada Vargas, Heráclito Landínez 
Suárez, Duvalier Sánchez Arango, Ariel Fernando 
Ávila Martínez, Jonathan Ferney Pulido Hernández, 
Germán Alcides Blanco Álvarez, Juan Sebastián 
Gómez Gonzales, Piedad Correal Rubiano, Jorge 
Eliécer Tamayo Marulanda, Marelen Castillo 
Torres, Juan Carlos Wills Ospina, Luis Alberto 
Albán Urbano, Adriana Carolina Arbeláez Giraldo, 
Luz María Múnera Medina y Hernando González. 

•	 El Proyecto de Ley Estatutaria fue publicado 
en la Gaceta del Congreso número 1084 de 2023 y 
fue posteriormente recibido en la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes.

•	 El 29 de agosto de 2023, la Mesa Directiva 
de la Comisión Primera Constitucional Permanente 
de la Cámara de Representantes designó como 
ponente única a la representante Catherine Juvinao 
Clavijo.

•	 El 12 de septiembre de 2023, se radicó 
proposición de audiencia pública, con el fin de 
escuchar organizaciones y entidades respecto 
del proyecto en cuestión. Dicha proposición fue 
aprobada el día 19 de septiembre de 2023 y se 
convocó la audiencia pública para el día 5 de 
octubre de 2023. 

•	 El 17 de octubre de 2023, se recibió informe 
de ponencia para primer debate en la Cámara de 
Representantes, ponencia que fue publicada en la 
Gaceta del Congreso número 1617 de 2023.
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•	 El 14 de diciembre de 2023 la iniciativa se 
consideró y aprobó en primer debate en la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes, tal como consta en el acta 30 del 
14 de diciembre de 2023, previo anuncio en sesión 
del 13 de diciembre de 2023, como consta en el 
Acta número 29. En el presente debate, se hicieron 
las modificaciones pertinentes y se avalaron 
proposiciones.

•	 El 18 de marzo de 2024, se recibió informe 
de ponencia para segundo debate en la Plenaria 
de la Cámara de Representantes, ponencia que fue 
publicada en la Gaceta del Congreso número 290 
de 2024. 

I.	 OBJETO DEL PROYECTO 
El presente proyecto de ley tiene por objeto 

fortalecer las veedurías ciudadanas y los mecanismos 
de control social, para consolidar su gestión y 
reforzar su capacidad de control a lo público.

II.	 JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
RADICADO

Antecedentes de las veedurías
El primer antecedente de veeduría en el país 

fue en Bogotá en 1987, donde existió la junta de 
vigilancia que hacía seguimiento a la ejecución, 
distribución y liquidación de la valorización en 
la ciudad. A partir de ello, mediante un decreto 
el Presidente de la República determinó que las 
veedurías son reconocidas como organismos de 
control, por lo que: 

En esta oportunidad, nacen las veedurías 
ciudadanas como una entidad autónoma 
administrativa y presupuestalmente, lo cual la 
separa de organismos del Estado. La diferencia es 
clara, antes las juntas vigilancia que también tenían 
función de control, se conformaban por miembros 
de la comunidad y representantes de entidades 
del Estado, para ejercer el control, sin embargo, 
con la creación de la veeduría, se prohibió que un 
funcionario público hiciera parte de ella y menos 
si estaba directamente relacionado con el objeto de 
vigilancia de la veeduría”. Hernández, K. & Orozco, 
D. M. (2018). 

Posteriormente, a partir de la Constitución de 
1991 se formaliza la idea de democracia participativa, 
pues en esta se crea una doble connotación frente a 
la democracia, siendo representativa y participativa. 
De este modo, la ciudadanía no sólo participa con el 
voto, sino que deja su relación pasiva con el Estado y 
se convierte en un cogestor del desarrollo colectivo. 
Así, señalan que según la Sentencia T-418 de 1993 
“para ser efectiva la democracia participativa, el 
Estado contribuirá a la organización, promoción 
y capacitación de las asociaciones profesionales, 
cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, 
benéficas o de utilidad común, sin detrimento de 
su autonomía, con el objeto de que constituyan 
un mecanismo de representación en sus diferentes 
instancias (CP art. 103 inc. 2º), en las acciones 
populares establecidas en el artículo 89 que están 
destinadas a la protección de los derechos e intereses 

colectivos”. Por ende, el Estado sería corresponsable 
de que esta participación sea efectiva, por lo que 
debe legislar a favor de estas, formarlas, atenderlas, 
fortalecerlas, entre otras. 

Posteriormente, en el año 1994 se regularon los 
mecanismos ciudadanos a través de la Ley Estatutaria 
número 134, en donde por primera vez se menciona 
el término de veeduría de la siguiente forma: 
“Artículo 100. De las veedurías ciudadanas. Las 
organizaciones civiles podrán constituir veedurías 
ciudadanas o juntas de vigilancia a nivel nacional y 
en todos los niveles territoriales, con el fin de vigilar 
la gestión pública, los resultados de la misma y la 
prestación de los servicios públicos. La vigilancia 
podrá ejercerse en aquellos ámbitos, aspectos y 
niveles en los que en forma total o mayoritaria se 
empleen los recursos públicos, de acuerdo con la 
Constitución y la ley que reglamente el artículo 270 
de la Constitución Política”. 

Después, mediante la Ley Estatutaria número 
850 del 2003 se reglamenta de manera clara las 
prohibiciones, instrumentos de las veedurías, entre 
otros, donde se les reconoce como un mecanismo 
de participación ciudadana y control social, 
mediante las cuales se ejerce la vigilancia sobre las 
autoridades, administrativas, políticas, judiciales, 
electorales, legislativas y órganos de control, así 
como de las entidades públicas o privadas, ONG de 
carácter nacional o internacional que operen en el 
país, encargadas de ejecutar un programa, proyecto, 
contrato o de la prestación de un servicio público se 
ejercerá en ámbitos, aspectos y niveles en los que de 
forma total o parcial se empleen recursos públicos 
(Sentencia C-017 de 2018). Además, se señala que 
el Estado se compromete a apoyar la conformación 
de estas mediante la Procuraduría General de la 
Nación, la Contraloría General de la República, la 
Defensoría del Pueblo y el Ministerio del Interior 
y, a su vez, apoyar su capacitación con la Escuela 
Superior de Administración Pública. 

Finalmente, en el 2015, mediante la promulgación 
de la Ley Estatutaria número 1757 de 2015, se 
contempla las veedurías dentro de los mecanismos 
de control social, se fortalece la red de veedurías y se 
establecen nuevos instrumentos de acción. De este 
modo, el proyecto afirma que a lo largo de los años 
la figura de las veedurías se ha venido regulando 
normativamente, situación que ha respondido al 
crecimiento de su utilización por parte de quienes se 
preocupan por los recursos públicos. Sin embargo, 
se señala que aún faltan parámetros que podrían 
ayudar a expandir el alcance que estas pueden tener. 

Importancia de las veedurías. 
Las veedurías fortalecen la democracia, pues 

juegan un papel crucial al promover la transparencia, 
la rendición de cuentas y la participación ciudadana 
en los asuntos públicos. Esto por cuanto su labor 
contribuye a fortalecer las instituciones, prevenir 
la corrupción y garantizar un Gobierno más justo y 
responsable. 
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El seguimiento de los recursos públicos sería 
positivo, pues, permite hacer el seguimiento de las 
gestiones públicas, influir en la formulación de las 
políticas y programas y asegurarse de que se aborden 
adecuadamente las necesidades y demandas de la 
ciudadanía. Esto contribuiría a mejorar la calidad de 
los servicios públicos y garantizar que los recursos 
se utilicen de manera eficiente y equitativa. 

En este sentido, señalan que: 
El deber ser de las veedurías es convertirse en un 

mecanismo de participación ciudadana activo, que 
lleve a la denuncia inmediata al detectar cualquier 
irregularidad dentro del sistema electoral o en 
cualquier otro proceso del Estado; el ciudadano 
debe ejercer fiscalización de la cosa pública a fin 
de defender los intereses generales y el bien común, 
sobre cualquier acto de corrupción, desviación de 
dineros públicos, injerencia en los procesos por 
intereses privados, etc. (Hernández, K. & Orozco, 
D., 2018). 

De este modo, las veedurías actúan como un 
contrapeso al poder político y económico de un 
territorio o región, evitando el abuso de la autoridad, 
los manejos ineficientes del erario y la impunidad. 
Además, al elevarse los informes, denuncias y 
recomendaciones, las veedurías pueden influir 
en la toma de decisiones, promoviendo cambios 
necesarios para mejorar la calidad de vida de los 
ciudadanos. 

Por ende, la posibilidad de supervisar la ejecución 
de los recursos públicos en cabeza de la ciudadanía 
es una parte fundamental de la democracia, que 
permite que los ciudadanos puedan apropiarse de su 
rol desde un lugar más activo y que trasciende de 
mecanismos de participación como el voto popular. 

La participación ciudadana en los diferentes 
países de América Latina, tales como Bolivia y 
México, es apoyada económicamente mediante 
becas, fondos concursables, entre otros mecanismos 
a fin de que las organizaciones sociales realicen 
proyectos y procesos tendientes a formar a la 
ciudadanía en temas relacionados con derechos y 
deberes”. (Varela, 2017).

Retos de las veedurías. 
Queda demostrado, de manera suficiente, que 

el sistema normativo colombiano reconoce la 
importancia constitucional y democrática de las 
veedurías, sin embargo, la normatividad sigue 
quedando corta en algunos aspectos, pues estos 
grupos ciudadanos presentan diversos retos como:

•	 Posible riesgo al denunciar y ausencia de 
mecanismos de protección: los veedores enfrentan 
grandes riesgos a su seguridad, pues son víctimas 
de amenazas, hostigamientos, entre otras formas 
de violencia, pues “La responsabilidad de la 
investigación y la denuncia pública que asume el 
veedor puede ser considerado un factor de riesgo 
(…) Dentro de la normatividad revisada no se 
encontró mención de alguna figura especial para 
la protección de las personas que decidan ejercer 
veeduría”. (Varela, 2017). 

•	 Poco compromiso institucional: en tanto 
que, el despliegue de esfuerzos en cada una de 
las entidades hace que no siempre se actúe de 
manera coordinada, sinérgica y con real esfuerzo. 
Y es que, existen “Disparidades en la capacidad 
organizacional de las entidades para abordar la 
promoción del control social a lo público, mientras 
que la CGR, el Departamento Administrativo de la 
Función Pública y el Ministerio del Interior cuentan 
con dependencias específicas para la promoción del 
control social a lo público, la Procuraduría, la ESAP 
y la Defensoría asumen los compromisos con la Red 
desde dependencias que tienen otras funciones”. 
(Hernández, K. & Orozco, D., 2018). 

•	 Desconocimiento y baja participación: se 
señala que, según una encuesta telefónica realizada 
por el Centro de Opinión Pública de la Universidad 
de Medellín entre el 2 de abril al 21 de mayo de 2019, 
el 55.7% de los encuestados desconocía que era una 
veeduría ciudadana y del 44.3% que respondió saber 
qué es una veeduría, el 40.6% afirman que no han 
sido veedores y sólo el 3.7% lo ha sido. 

•	 Baja formación técnica y conocimiento 
específico: no hay ningún tipo de requisito particular 
para formar parte de una veeduría, con excepción de 
las prohibiciones expresas por la ley. No obstante, 
para llevar a cabo esta tarea de manera eficaz, a 
menudo se requieren una serie de conocimientos 
adecuados, amplios y específicos, especialmente 
cuando se busca ejercer veeduría en áreas como la 
salud, el medio ambiente, educación, entre otros 
temas especializados. De este modo, “la capacitación 
como una posibilidad que pueden brindarle a 
las veedurías algunas instituciones del Estado, 
no se establecen de manera concreta acciones 
encaminadas a la formación de la ciudadanía en 
el asunto del control social ciudadano”. (Varela, 
2017). 

•	 Falta de mecanismos propios de 
seguimiento y denuncia: se señala que los 
instrumentos de control de las veedurías son los 
mismos que los de cualquier ciudadano organizado, 
por lo que no existen acciones especiales que puedan 
ejercer las veedurías para lograr sus importantes 
objetivos. Esto genera más complicaciones, cuando 
la labor es de manera voluntaria para el seguimiento 
y control de la ejecución de los recursos públicos. 

•	 Ausencia de recursos: en la normatividad 
se aprecia que “no se encontró referencia a que las 
veedurías ciudadanas en Colombia puedan acceder 
a recursos para el ejercicio por estas organizaciones 
de control social”. (Varela, 2017). Esta ausencia 
de financiamiento o recursos propios incide en la 
capacidad, sostenibilidad y alcance de las veedurías. 

•	 Ausencia de normas especiales sobre las 
veedurías: se señala que “Colombia es un país 
diverso, en él existen poblaciones diferenciadas 
como los indígenas, los afrocolombianos y los 
campesinos, entre otros. Si bien las veedurías están 
pensadas para que cualquier ciudadano pueda hacer 
parte de ellas, deberían existir normas especiales 
sobre el control de la gestión pública aplicables a 
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dichos pueblos. En la normatividad sobre veedurías 
en Colombia, poca o nula es la existencia de la 
misma, a duras penas contempla que los indígenas 
puedan realizar control social, sin detallar el alcance 
de tal derecho”. (Varela, 2017). 

La Constitución de 1991 tuvo como meta 
crear y robustecer la sociedad civil a través de la 
participación ciudadana, para combatir la corrupción. 
De este modo, se reconoció a la figura de la veeduría 
como un mecanismo importante que combate dicho 
problema, pues la construcción de un Estado fuerte 
y consolidado parte de la atención e importancia que 
se le brinda a la participación de la población y de la 
comunidad en los ámbitos de la gestión pública. 

En conclusión, si bien ya existe un marco 
normativo que regula a las veedurías en las Leyes 
11 de 1986, 134 de 1994, 489 de 1998, 850 de 2003 
y 1757 de 2015, todavía se mantienen importantes 
retos por vencer, por lo que es crucial un mayor 
fortalecimiento de este mecanismo otorgando 
herramientas para facilitar el acceso a la información, 
brindar apoyo y capacitaciones a las veedurías, 
proteger a los veedores y dar estímulos y apoyos 
financieros para su funcionamiento oportuno. Por 
ende, se proponen medidas que buscan fortalecer las 
veedurías ciudadanas y lograr promover el control 
social a la gestión pública del país. 

Fortalecimiento de otros actores de control 
social, incluyendo la labor periodística. 

Atendiendo a lo señalado previamente sobre el rol 
de las veedurías, podemos apreciar como el control 
social en el país es de suma importancia, ya que 
también permite fortalecer el proceso de rendición 
de cuentas de las entidades ante la ciudadanía, 
respecto del cumplimiento de sus tareas, objetivos, 
obras, planes y proyectos estratégicos. 

Por ende, las medidas contempladas en la 
presente Ley no se centran únicamente en el rol 
de las veedurías, sino también en fortalecer los 
demás actores de control social contemplados en 
la Ley 1757 de 2015. Y, adicionalmente, también 
incorporar un nuevo actor de control social, que son 
los periodistas. 

Los periodistas cumplen un fundamental rol 
de control, tal como fue reconocido por la Corte 
Constitucional, la cual señaló que:

Los medios de comunicación desarrollan tareas 
esenciales dentro de una democracia, debido a que 
la información de las personas y la observación 
crítica de la gestión de las autoridades son el sustrato 
indispensable de una participación ciudadana 
efectiva. Más que ser una forma para desarrollar 
eficazmente el ejercicio de una libertad -la de 
expresión-, los medios masivos de comunicación 
han entrado a ejercer un papel preponderante dentro 
del Estado de Derecho. Así lo había reconocido con 
anterioridad a la Carta de 1991, la Corte Suprema de 
Justicia:

La actuación de los medios masivos de 
comunicación es “una de las más modernas formas 
de acción de los gobernados sobre el poder público 

y forma parte de los instrumentos de control vertical 
sobre los gobernantes (...). Se trata de un derecho 
político para permitir nuevas formas de defensa de las 
comunidades contra el despotismo, la arbitrariedad, 
la corrupción, los abusos y desviaciones de poder, 
que refuerza la vigencia de la democracia, asegura 
su actualización y mejora la condición de los 
ciudadanos frente a las autoridades, pues permite 
que éstos no sólo elijan sino que las controlen con 
base en la necesaria información sobre su gestión”.

Además, la Observación General 34 del Comité 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
indica que: 

La existencia de medios de prensa y otros medios 
de comunicación libres y exentos de censura y de 
trabas es esencial en cualquier sociedad para asegurar 
la libertad de opinión y expresión y el goce de otros 
derechos reconocidos por el Pacto. Es una de las 
piedras angulares de toda sociedad democrática. Uno 
de los derechos consagrados en el Pacto [Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos] es el que permite a 
los medios de comunicación recibir información que 
les sirva de base para cumplir su cometido. La libre 
comunicación de información e ideas acerca de las 
cuestiones públicas y políticas entre los ciudadanos, 
los candidatos y los representantes elegidos es 
indispensable. Ello comporta la existencia de una 
prensa y otros medios de comunicación libres y 
capaces de comentar cuestiones públicas sin censura 
ni limitaciones, así como de informar a la opinión 
pública.

Atendiendo a este fundamental rol que cumplen 
los periodistas en materia de control al poder y 
gestión pública, se les debe reconocer como actores 
de control social y, por ende, ser sujetos de medidas 
que fortalezcan y permitan garantizar su adecuado 
papel de contrapeso al poder público. 

•	 Su delegatura para la Participación 
Ciudadana; la Veeduría Distrital; el Instituto Distrital 
de la Participación y Acción Comunal (IDPAC); 
y la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías 
Ciudadanas.

•	 Veedurías Ciudadanas: la Red Nacional 
de Veedurías Ciudadanas de la Corporación para 
el Desarrollo de la Democracia y la Participación 
(Cordemocracia); el Comité de Veeduría Profesional 
Permanente de Colombia, la Veeduría Ciudadana 
Ambiental del Cesar; la Veeduría de Motociclistas 
y Veeduría Integral de Movilidad; la Veeduría 
Transparencia de lo Público; la Veeduría Ciudadana 
San Antonio de Prado; la Veeduría Nueva EPS 
Hospital San Francisco de Asís; la Veeduría Control 
Social y Veeduría Ciudadana a Nivel Nacional; 
la Fundación Cultural para la Comunicación 
Comunitaria (Comunarte); la Veeduría Nacional para 
el Control Social de la Gestión Pública; la Veeduría 
Departamental del PAE – departamento de Caldas; 
la Veeduría Cívica Old Providence and Kettlena; 
la Red Nacional y Observatorio Nacional de 
Veedurías Ciudadanas; la Red de Veeduría Nacional 
(Vensalud); y, el Consejo Local de Migrantes.
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III.	 IMPACTO FISCAL 
La Ley 819 de 2003, por la cual se dictan 

normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan 
otras disposiciones, establece, en su artículo 7° 
que “el impacto fiscal de cualquier proyecto de 
ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que 
otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse 
explícito y deberá ser compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. Para estos propósitos, 
deberá incluirse expresamente en la exposición de 
motivos y en las ponencias de trámite respectivas 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de 
ingreso adicional generada para el financiamiento 
de dicho costo”. De conformidad con lo previsto 
en dicha disposición, en lo que sigue esta sección 
presentará el posible impacto fiscal y la fuente de 
financiación de la iniciativa.

Además, es importante tener en cuenta que, 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha 
precisado que el impacto fiscal no puede ser, en 
ningún caso, un obstáculo insuperable para el 
desarrollo de las iniciativas legislativas. En la 
Sentencia C-490 de 2011, la Corte manifestó que;

“El mandato de adecuación entre la justificación 
de los proyectos de ley y la planeación de la política 
económica, empero, no puede comprenderse como 
un requisito de trámite para la aprobación de las 
iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga 
exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el 
Congreso carece de las instancias de evaluación 
técnica para determinar el impacto fiscal de 
cada proyecto, la determinación de las fuentes 
adicionales de financiación y la compatibilidad con 
el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una 
interpretación de esta naturaleza constituiría una 
carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un 
poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia 
del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este 
carácter, que involucra una barrera en la función 
constitucional de producción normativa, se muestra 
incompatible con el balance entre los poderes 
públicos y el principio democrático. La exigencia 
de la norma orgánica, a su vez, presupone que la 
previsión en cuestión debe contener un mandato 
imperativo de gasto público”.

Con relación a los posibles costos, es preciso 
mencionar que la actualización de la plataforma 
tecnológica del RUES no implicaría un gasto 
adicional, máxime cuando el proceso está 
actualmente en construcción (artículo segundo). 
Igualmente, las demás modificaciones tampoco 
generan un impacto fiscal, de la siguiente forma: (i) 
es potestativo el descuento en el pago de matrícula y 
los incentivos de permanencia para las Instituciones 
de Educación Superior; (ii) no se modifica el rubro 
del Fondo para la participación Ciudadana y el 
Fortalecimiento de la Democracia no se modifican, 
sino su objeto; (iii) la posibilidad de acceder a 
medios de comunicación pública y comunitarias no 
generan un coste adicional para la Nación; (iv) las 

modificaciones a los servicios de los consultorios 
jurídicos no implican nuevos costes de la Nación, 
sino una habilitación adicional; (v) la realización de 
las capacitaciones por parte de las entidades de la Red 
Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas y 
de las capacitaciones de las Cámaras de Comercio, 
se basa en sus presupuestos como integrantes de esta 
red o sus funciones como Cámaras de Comercio; (vi) 
las medidas de protección a los veedores ciudadanos, 
implica un cambio en la valoración de sus riesgos 
para darle urgencia a los estudios de sus solicitudes; 
y, (vii) las demás funciones son potestativas. 

Además, se debe tener en cuenta como sustento, 
el pronunciamiento de la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-502 de 2007, en la cual se puntualizó que 
el impacto fiscal de las normas no puede convertirse 
en óbice y barrera, para que las corporaciones 
públicas ejerzan su función legislativa y normativa:

“En la realidad, aceptar que las condiciones 
establecidas en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 
constituyen un requisito de trámite que le incumbe 
cumplir única y exclusivamente al Congreso reduce 
desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, 
con lo cual se vulnera el principio de separación de 
las Ramas del Poder Público, en la medida en que 
se lesiona seriamente la autonomía del Legislativo.

Precisamente, los obstáculos casi insuperables 
que se generarían para la actividad legislativa del 
Congreso de la República conducirían a concederle 
una forma de poder de veto al Ministro de Hacienda 
sobre las iniciativas de ley en el Parlamento.

Es decir, el mencionado artículo debe 
interpretarse en el sentido de que su fin es obtener 
que las leyes que se dicten tengan en cuenta las 
realidades macroeconómicas, pero sin crear 
barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en 
cabeza del Ministro de Hacienda”. 

IV.	 CONFLICTO DE INTERESES
El artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 define el 

conflicto de interés como una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley, acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista. 
En tal sentido, la jurisprudencia del Consejo de 
Estado ha precisado que tal conflicto de interés se 
configura cuando se observa: “a) la existencia de 
un interés particular –de cualquier orden, incluso 
moral- del congresista en la deliberación o decisión 
de un tema específico a cargo del Congreso; b) 
que efectivamente participe en la deliberación o 
decisión de ese tema en específico; c) que ese interés 
sea directo, no eventual o hipotético; d) que además 
el interés sea actual, y e) que el beneficio recibido 
no sea general sino particular”1.

1	 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administra-
tivo, Sección Primera, Sentencia de 2 de diciembre de 
2021. CP. Roberto Augusto Serrato Valdés. Exp. 73001-
23-33-000-2021-00220-01(PI).
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En línea con lo anterior, el literal c) del artículo 1º 
de la Ley 2003 de 2019 establece que no hay conflicto 
de interés: “Cuando el congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo 
de carácter particular, que establezcan sanciones o 
disminuyan beneficios, en el cual, el congresista tiene 
un interés particular, actual y directo. El voto negativo 
no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la 
normatividad vigente”.

Asimismo, según la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, para que exista un conflicto de interés debe 
existir un beneficio particular, actual y directo del 
congresista, por lo que, para que el beneficio genere un 
conflicto de interés debe este ser individual y concreto, 
ya que, si se acepta que también incluya las iniciativas 
de alcance general, los congresistas deberían declararse 
impedidos en todo momento2. De esta manera, si se 
analiza esta situación a la luz de este Proyecto de ley, 
esta iniciativa no generaría ningún tipo de conflicto 
de interés, toda vez que no se presentaría un beneficio 
particular respecto a su trámite, en tanto el artículo 
19 de la Ley 850 de 2003 expresamente prohíbe a los 
congresistas el ser veedores. No obstante, es susceptible 
de generar conflictos de interés respecto de aquellos 
congresistas que tienen familiares que son veedores o 
periodistas. 

Lo anterior, sin perjuicio del deber de los congresistas 
de examinar, en cada caso en concreto, la existencia de 
posibles hechos generadores de conflictos de interés, en 
cuyo evento deberán declararlos de conformidad con 
lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 286 ibidem: 
“Todos los congresistas deberán declarar los conflictos 
de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus 
funciones”.

Por lo expuesto, se pone en consideración de la 
Cámara de Representantes el presente proyecto de ley, 
por medio de la cual se establecen medidas para el 
fortalecimiento de las veedurías ciudadanas y se dictan 
otras disposiciones.

2	 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administra-
tivo, Sentencia del 8 de septiembre de 2021, C.P. Guillermo 
Sánchez Luque. Exp. 11001-03-15-000-2020-04535-00(PI). 

Atentamente, 
De las y los honorables Congresistas,

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 351 DE 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se dictan disposiciones para 
reducir los volúmenes de residuos eléctricos y 

electrónicos en Colombia.
Bogotá, D. C, septiembre de 2025
Doctor
DIEGO GONZÁLEZ 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad

Referencia: Radicación Proyecto de Ley 
número 351 de 2025 Cámara, por medio de la cual 
se dictan disposiciones para reducir los volúmenes 
de residuos eléctricos y electrónicos en Colombia.

Apreciado Secretario:

Atendiendo a lo estipulado en los artículos 139 y 140 
de la Ley 5ª de 1992 presentamos a consideración del 
Congreso de la República el Proyecto de Ley número 
351 de 2025 Cámara, por medio de la cual se dictan 
disposiciones para reducir los volúmenes de residuos 
eléctricos y electrónicos en Colombia. El proyecto 
de ley cumple las disposiciones correspondientes a 
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la iniciativa legislativa y demás consagradas en la 
Constitución y la citada ley.

Agradecemos surtir el trámite legislativo 
previsto en el artículo 144 de la Ley 5ª de 1992.

Cordialmente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 351 DE 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se dictan disposiciones para 
reducir los volúmenes de residuos eléctricos y 

electrónicos en Colombia.

“El Congreso de la República
DECRETA:”

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 
objeto establecer disposiciones para implementar 
la interoperabilidad común entre accesorios de 
carga por cable de los teléfonos inteligentes y 
tabletas electrónicas que se fabriquen, distribuyan 
o comercialicen en el territorio nacional, y dictar 
medidas que promuevan la adecuada recolección y 
disposición final de residuos de aparatos eléctricos y 
electrónicos de consumo, procedentes de accesorios 
de carga por cable. 

Artículo 2°. Cargador Universal. A partir del 
año 2028 y con el objeto de reducir los volúmenes 
de residuos procedentes de aparatos eléctricos y 
electrónicos de consumo, solo se permitirá en el 
territorio nacional la fabricación, distribución y 
comercialización de teléfonos inteligentes y tabletas 
electrónicas equipados con puerto de carga común 
USB tipo C o la tecnología que en su momento se 
encuentre vigente como estándar universal adoptado 
a nivel internacional.

Asimismo, todo comercializador de teléfonos 
inteligentes y tabletas electrónicas deberá 
garantizar opciones de venta de estos dispositivos 
con accesorios de carga y sin accesorios de carga, y 
brindará la información sobre el sistema de carga, 
la presencia o no del cargador, lo cual se indicará 
mediante una etiqueta y un pictograma, tanto en el 
embalaje como en las instrucciones. 

Parágrafo primero. El Gobierno nacional 
contará con un plazo de doce (12) meses a partir de 
la sanción y promulgación de la presente ley para 
reglamentar lo dispuesto en el presente artículo. 

La reglamentación de la que trata el inciso 
anterior, deberá establecer lineamientos que 
promuevan el uso de tecnologías de carga 
ambientalmente sostenibles. 

Artículo segundo. Vigencia y derogatoria. La 
presente ley entrará en vigencia el 1° de enero del 
año 2028.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS PROYECTO 
DE LEY

por medio de la cual se dictan disposiciones para 
reducir los volúmenes de residuos eléctricos y 

electrónicos en Colombia.

1.	 INICIATIVAS LEGISLATIVAS.
El artículo 150 de la Constitución Política establece:
“Corresponde al Congreso hacer las leyes (…)”.
Así mismo, el mismo texto constitucional consagra 

en su artículo 154 lo que sigue:
“Las leyes pueden tener origen en cualquiera de 

las Cámaras a propuesta de sus respectivos miembros, 
del Gobierno nacional, de las entidades señaladas en 
el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos 
previstos en la Constitución (…)”. (Subrayado fuera 
de texto).

En el desarrollo legal, la Ley 5ª de 1992 estableció 
en su artículo 140, modificado por el artículo 13 de la 
Ley 974 de 2005, lo que a continuación se indica:

Pueden presentar proyectos de ley:
1.	 Los Senadores y Representantes a la Cámara 

individualmente y a través de las bancadas.
2.	 El Gobierno nacional, a través de los Ministros 

del Despacho.
3.	 La Corte Constitucional.
4.	 El Consejo Superior de la Judicatura.
5.	 La Corte Suprema de Justicia.
6.	 El Consejo de Estado.
7.	 El Consejo Nacional Electoral.
8.	 El Procurador General de la Nación.
9.	 El Contralor General de la República.
10.	 El Fiscal General de la Nación.
11.	 El Defensor del Pueblo.
(Subrayado fuera de texto).
2.	 ANTECEDENTES
2.1.	 FUNDAMENTOS  CONSTITUCIONALES
El artículo 2° de la Constitución Política 

establece que son fines esenciales del Estado servir 
a la comunidad, promover la prosperidad general y 
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garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución.

De igual forma el mismo artículo constitucional 
establece que las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares.

El artículo 8° de nuestra Carta Magna contempla 
que es obligación del Estado y de las personas 
proteger las riquezas culturales y naturales de la 
Nación.

El artículo 79 de la Constitución Política dicta de 
que todas las personas tienen derecho a gozar de un 
ambiente sano. La ley garantizará la participación 
de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo.

Asimismo, el mencionado artículo consagra 
que es deber del Estado proteger la diversidad 
e integridad del ambiente, conservar las áreas 
de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines.

El inciso dos (2) del artículo 80 de la Constitución 
Política establece que es deber del Estado prevenir 
y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación 
de los daños causados.

El numeral 8 del artículo 95 de la Constitución 
Política de Colombia dicta que es un deber de la 
persona y del ciudadano proteger los recursos 
culturales y naturales del país y velar por la 
conservación de un ambiente sano.

2.2.	 FUNDAMENTOS LEGALES
El numeral 2 del artículo 1° de la Ley 99 de 

1993 más conocida como Ley General Ambiental 
de Colombia, establece como principio general 
de la política ambiental colombiana la protección 
prioritaria de la biodiversidad del país.

El numeral 10 del mismo artículo estipula que 
la protección y recuperación ambiental del país es 
una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la 
comunidad, las organizaciones no gubernamentales 
y el sector privado.

El artículo 3° de la mencionada ley define el 
desarrollo sostenible como “el desarrollo que 
conduce que conduce al crecimiento económico, a 
la elevación de la calidad de la vida y al bienestar 
social, sin agotar la base de recursos naturales 
renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio 
ambiente o el derecho de las generaciones futuras 
a utilizarlo para la satisfacción de sus propias 
necesidades”.

El Congreso de la República a través de la Ley 
1672 de 2013 estableció los lineamientos para la 
adopción de una política pública de gestión integral 
de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos 
(RAEE).

El artículo 4° de la Ley 1672 de 2013 definió 
como Residuos de Aparatos Electicos y Electrónicos 
(RAEE), “los aparatos eléctricos o electrónicos en 
el momento en que se desechan o descartan. Este 
término comprende todos aquellos componentes, 
consumibles y subconjuntos que forman parte del 
producto en el momento en que se desecha, salvo 
que individualmente sean considerados peligrosos, 
caso en el cual recibirán el tratamiento previsto 
para tales residuos”.

El artículo 6° de la Ley 1672 estableció como 
obligación del Gobierno nacional garantizar un 
medio ambiente saludable.

Asimismo, el mencionado artículo estipuló 
como obligación del Gobierno nacional “Ordenar 
a los productores a establecer de manera directa 
(o a través de terceros que actúen en su nombre) 
sistemas de recolección y gestión ambientalmente 
segura de los residuos generados por sus productos 
una vez estos han finalizado su vida útil”.

Más adelante en el numeral 2 de la misma ley, 
el legislador designó como responsabilidad de los 
productores de aparatos eléctricos y electrónicos 
“establecer, directamente o a través de terceros que 
actúen en su nombre, un sistema de recolección y 
gestión ambientalmente segura de los residuos de 
los productos puestos por él en el mercado”.

El literal g) del numeral 2 del artículo 6° estableció 
como responsabilidad de los productores de aparatos 
eléctricos y electrónicos “disminuir el impacto 
ambiental de sus productos mediante estrategias de 
reducción y sustitución de presencia de sustancias o 
materiales peligrosos en sus productos”.

El literal c) del numeral 4 del mismo artículo 
definió como responsabilidad de todo usuario o 
consumidor de aparatos eléctrico o electrónico, 
“Reconocer y respetar el derecho de todos los 
ciudadanos a un ambiente saludable”.

El artículo 7° de la Ley 1672 de 2013, estipuló 
como objetivo de la Política Nacional de Residuos 
de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) 
“Minimizar la producción de Residuos de Aparatos 
Eléctricos y Electrónicos (RAEE)”.

El artículo 8° de la misma ley ordenó que 
“Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, con el apoyo del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el 
Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
y el Ministerio de Minas y Energía, formulara una 
política pública de Residuos de Aparatos Eléctricos 
y Electrónicos (RAEE)”.

Atendiendo la disposición anteriormente 
mencionada el Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Medio Ambiente formuló la política 
pública Nacional de residuos de aparatos eléctricos 
y electrónicos.

El artículo 19 de la Ley 1672 de 2013, prohibió 
“la disposición de Residuos de Aparatos Eléctricos 
y Electrónicos (RAEE) en rellenos sanitarios”.
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El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 Todos 
por un nuevo país determinó que en Colombia se 
reglamentará e implementará la Ley de Residuos de 
Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).

El artículo 6º de la Ley 1480 de 2011 consagra 
que todo productor debe asegurar la idoneidad y 
seguridad de los bienes y servicios que ofrezca o 
ponga en el mercado, así como la calidad ofrecida.

El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 
“Colombia Potencia Mundial de la Vida”, creó el 
Programa Basura Cero, en cabeza del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, el cual articulará 
las instancias de Gobierno nacional, las entidades 
territoriales, las empresas de servicios públicos y la 
sociedad civil; para avanzar en la eliminación del 
enterramiento hacia la implementación de parques 
tecnológicos y ambientales, de tratamiento y 
valorización de residuos, promoción del desarrollo 
tecnológico, conservación del ambiente y mitigación 
del cambio climático. 

3.	 ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA
Como antecedente del presente proyecto de ley es 

importante mencionar que la intención de establecer 
un cargador universal para los aparatos eléctricos y 
electrónicos de consumo, con el objeto de reducir 
los altos volúmenes de residuos tecnológicos fue 
presentada inicialmente en un artículo del Proyecto 
de Ley número 307 de 2021, por medio de la 
cual se establecen lineamientos para proteger al 
consumidor de los efectos de la obsolescencia 
programada y se dictan otras disposiciones, de 
autoría de los Representantes a la Cámara Milene 
Jarava Díaz Mónica Liliana Valencia Montaña, 
Harold Augusto Valencia Infante, el cual surtió un 
debate positivo en la Comisión Sexta de la Cámara 
de Representantes y se alcanzó a agendar para 
segundo debate en la plenaria de la cámara en la 
Legislatura 2022-2023.

Sin embargo, al no surtir todos sus debates dentro 
de los tiempos establecidos en la Ley 5ª de 1992, la 
misma fue archivada.

De igual manera fue presentado nuevamente 
en la Legislatura 2023-2024 de autoría de la 
Representante a la Cámara Milene Jarava, el cual 
surtió tres debates de manera positiva, pero por 
tiempo no logró su cuarto y último debate en la 
plenaria del Senado. Dada la importancia y el gran 
avance que tuvo este proyecto de ley, se decide 
nuevamente radicarlo para que se convierta en ley 
de la República de Colombia.

4.	 SITUACIÓN ACTUAL MUNDIAL
En los últimos años la comunidad mundial ha 

vivido un acelerado crecimiento de los avances 
tecnológicos, sobre todo en lo que respecta a los 
aparatos eléctricos y electrónicos de consumo masivo, 
los cuales son remplazados con alta periodicidad 
debido al desbordado deseo de consumir y a los 
cada vez más evidentes efectos de la obsolescencia 
programada, ocasionando en ambos casos altos 
volúmenes de residuos tecnológicos que en su gran 

mayoría van a parar a mares y ríos, generando un 
alto y negativo impacto en el medio ambiente.

La denominada basura eléctrica y electrónica, 
incluye todos los dispositivos provistos de baterías, 
cables eléctricos o circuitos impresos que ya no 
usamos y de los que pretendemos deshacernos. 
Solamente entre 2007 y 2012 se desecharon más 
de mil millones de computadoras en el mundo, y 
posiblemente el número de teléfonos celulares, 
tabletas y otros gadgets electrónicos que siguieron 
el mismo camino sea mayor.1

Un estudio del programa para el medio ambiente 
de las naciones unidas dio a conocer que en todo 
el mundo se generan alrededor de 50 millones de 
toneladas de desechos eléctricos y electrónicos al 
año, de los cuales el 80% no es reciclado, ni cuenta 
con una adecuada disposición final, y es aún más 
preocupante las proyecciones realizadas por un 
informe del Global E-Waste Monitor 2020, de la 
Universidad de Naciones Unidas, el cual presenta 
que los desperdicios aumentarán a 74,7 millones 
de toneladas y 9 kg per capita para 2030. Factor 
que representa un gran problema, toda vez que 
este tipo de residuos son altamente contaminantes 
debido a que en su interior albergan una serie de 
materiales que en muchas ocasiones van a parar 
a los lugares más insospechados, en los residuos 
electrónicos encontramos materiales peligrosos 
como metales pesados: mercurio, plomo, cadmio, 
plomo, cromo, arsénico o antimonio, los cuales son 
susceptibles de causar diversos daños para la salud 
y en el medio ambiente. En especial, el mercurio 
produce daños al cerebro y el sistema nervioso, 
el plomo potencia el deterioro intelectual, ya que 
tiene efectos perjudiciales en el cerebro y todo el 
sistema circulatorio; el cadmio, puede producir 
alteraciones en la reproducción e incluso llegar a 
provocar infertilidad; y el cromo, está altamente 
relacionado con afecciones en los huesos y los 
riñones. Por poner algunos ejemplos, un solo 
tubo de luz fluorescente puede contaminar 16.000 
litros de agua; una batería de níquel-cadmio de las 
empleadas en telefonía móvil, 50.000 litros de agua; 
mientras que un televisor puede contaminar hasta 
80.000 litros de agua.2

Sin embargo, como ya se ha dicho el único 
impacto no es al medio ambiente, estos residuos 
afectan directa e indirectamente la salud del ser 
humano, al punto de convertirse en un problema 
de salud pública, en el año 2021 la Organización 
Mundial para la Salud (OMS) en un comunicado de 
prensa expresó la necesidad de adoptar medidas que 
permitieran de forma urgente proteger a millones 
de niños, adolescentes y mujeres embarazadas del 
irresponsable reciclaje de desechos tecnológicos. 
Según cifras de la misma organización, se calcula 

1	 Gabriela A. Vázquez Rodríguez
	 Profesora investigadora del Centro de Investigaciones Quími-

cas Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo gvazquez@
uaeh.edu.mx

2	 https://www.nationalgeographic.com.es/mundo-ng/peligros-
basura-electronica_13239
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que en todo el mundo existen más de 12 millones 
de mujeres y 18 millones de niños que trabajan en el 
reciclaje informal de residuos electrónicos poniendo 
en riesgo su salud al estar expuestos a diferentes 
tipos de materiales y químicos. Pero no solo se ven 
afectados los que trabajan en el reciclaje informal, 
sino también los niños que asisten a colegios o a 
parques cercanos a los lugares donde se almacenan 
estos residuos.

Se ha demostrado que la exposición al plomo 
durante el reciclaje de desechos electrónicos da 
lugar a unas puntuaciones significativamente más 
bajas en las evaluaciones neuroconductuales de los 
recién nacidos, un aumento de las tasas de trastorno 
por déficit de atención/hiperactividad, problemas 
de comportamiento, cambios en el estado de ánimo 
en los niños, dificultades de integración sensitiva 
y menores puntuaciones en las evaluaciones 
cognitivas y lingüísticas.

Los desechos electrónicos también pueden 
empeorar la función pulmonar y la respiración, 
dañar el ADN, afectar a la función tiroidea y 
aumentar el riesgo de padecer ciertas enfermedades 
crónicas en etapas posteriores de la vida, como el 
cáncer y las cardiopatías3i.

La doctora Marie-Noel Brune Drisse, autora 
principal del informe de la OMS, dio a conocer 
que un niño que ingiera un solo huevo de gallina 
procedente de Agbogbloshie, un vertedero situado 
en Ghana, consumirá 220 veces la ingesta diaria 
tolerable de dioxinas cloradas establecida por la 
Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria.

Por tal razón la organización mundial ha 
determinado que, si los países no toman medidas 
con prontitud, estos efectos tendrán consecuencias 
devastadoras en la salud de la humanidad, sobre 
todo en la de los niños y las mujeres embarazadas.

Por tal motivo es indispensable que el legislador 
natural introduzca en el ordenamiento jurídico 
nacional medidas que permitan contrarrestar la 
desbordada generación de residuos eléctricos y 
electrónicos, sobre todo en aquellos dispositivos de 
mayor consumo y más rápido remplazo.

5.	 SITUACIÓN ACTUAL NACIONAL
En lo que respecta al entorno nacional, un 

estudio, elaborado por la Universidad de las 
Naciones Unidas en 2014, reveló que América 
Latina generó el 9 por ciento de toda la basura 
electrónica del mundo, incluyendo teléfonos 
móviles, monitores de televisión, computadores 
y pequeños electrodomésticos. El mismo estudio 
indicó que estos residuos, conocidos como e-waste 
(en inglés), crecen entre 5 y 7 por ciento cada año en 
la región. Para el caso de Colombia, en promedio, 
cada colombiano produjo 5,3 kilogramos de residuos 
electrónicos al año, y de estos, 3,7 kilos son residuos 
asociados a la computación.

3	 https://www.who.int/es/news/item/15-06-2021-soaring-e-
waste-affects-the-health-of-millions-of- children-who-warns

Para el año 2019 la cifra superó los 0,3 millones de 
toneladas métricas, lo que representó un incremento de 
alrededor del 14,4% en comparación con lo generado 
en 2014. En 2019, Colombia se posicionó como el 
cuarto mayor generador de basura electrónica en 
América Latina y el Caribe.

Para el año 2021, Colombia generó 334.000 
toneladas métricas; una cifra muy superior a la 
presentada en el año 2015 donde el volumen 
generado fue de 278.000 toneladas, según el portal de 
estadísticas, Statista.

Si bien la Ley 1672 de 2013, por medio de la 
cual se establecieron lineamientos para la gestión 
integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y 
Electrónicos (RAEE), específicamente a través de la 
responsabilidad extendida al productor ha arrojado 
resultados muy positivos, se hace indispensable tomar 
medidas mucho más estrictas que permitan atacar la 
producción desde el origen, reduciendo la generación 
de los desechos.

El estudio de consumo móvil Colombia del año 
2020 arrojó que el cargador de cable sigue siendo el 
accesorio de mayor demanda y oferta en el mercado 
digital con un 66% en el índice de compras, accesorio 
que por lo tanto representa la mayor proposición de 
desechos electrónicos que se generan en Colombia.

6.	 OBJETO DEL PROYECTO
El presente proyecto de ley tiene como objeto 

estandarizar el puerto de carga de todos los dispositivos 
móviles de información y telecomunicaciones que 
se comercialicen en Colombia, esto con el objetivo 
de reducir los volúmenes de residuos eléctricos y 
electrónicos que se generan en el territorio nacional, 
los cuales ocasionan un gran impacto en el medio 
ambiente y han constituido un grave problema de 
salud pública, toda vez que alrededor del 80% de estos 
residuos no se le da una disposición final adecuada o 
se reciclan de manera informal, terminando muchas 
veces en fuentes hídricas.

La iniciativa consta de 2 artículos incluida la 
vigencia, y plantea que la disposición principal entraría 
en vigencia a partir del 1° de enero del año 2027, 
tiempo en el cual los productores y comercializadores 
deben adaptar sus procesos al nuevo lineamiento.

El proyecto le permitirá a Colombia ponerse a la 
vanguardia de la Unión Europea la cual aprobó la 
estandarización en octubre de 2022 y de países como 
Chile, el cual tiene un proyecto de ley en trámite.

7.	 LEGISLACIÓN COMPARADA
En el año 2022 el Parlamento Europeo aprobó 

con 602 votos a favor y solo 13 en contra una ley 
que impone un cargador único, con puerto USB-C, 
para teléfonos inteligentes, tabletas y dispositivos 
portátiles, la cual entrará en vigencia a partir de 
finales de 2024.

Es importante resaltar que Bruselas llevaba desde 
2009 impulsando esta medida, incluso había logrado 
un acuerdo de voluntades con fabricantes en el cual 
había logrado reducir de 30 a 3 tipos de cargadores 
existentes en el mercado.
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Proyecciones indican que con esta medida se 
producirá un ahorro de más de 200 millones de euros 
para los consumidores europeos y lo más importante 
una reducción de alrededor de mil toneladas de 
desechos electrónicos anuales.

En el mes de junio del año 2023 la Cámara de 
diputados y diputadas de Chile aprobó un proyecto 
de ley que establece el uso de un cargador universal 
estandarizado para diferentes tipos de dispositivos 
móviles, con 122 votos a favor y solo 4 en contra, el 
proyecto pasó a revisión del Senado.

Cordialmente,

* * *
PROYECTO DE LEY ORDINARIA 
NÚMERO 363 DE 2025 CÁMARA

por medio de la cual se establece el curso obligatorio 
para la tenencia responsable de animales domésticos 

de compañía, se crea el Registro Nacional de 
Propietarios de Animales de Compañía y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C, 23 de septiembre de 2025
Secretario
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA 
Secretario General Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Radicación Proyecto de Ley Ordinaria 

número 363 de 2025 Cámara, por medio de la cual 
se establece el curso obligatorio para la tenencia 
responsable de animales domésticos de compañía, se 
crea el Registro Nacional de Propietarios de Animales 
de Compañía y se dictan otras disposiciones.

Respetado doctor,
En cumplimiento de nuestro deber constitucional 

y legal, actuando en consecuencia con lo establecido 
por las disposiciones de los artículos 139 y 140 de la 
Ley 5ª de 1992, y en nuestra calidad de Congresistas 

de la República de Colombia, nos permitimos 
radicar ante su despacho el presente proyecto de ley 
para darle el trámite pertinente ante la Cámara de 
Representantes.

De los honorables Representantes,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 363 DE 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se establece el curso 
obligatorio para la tenencia responsable de 
animales domésticos de compañía, se crea el 

Registro Nacional de Propietarios de Animales de 
Compañía y se dictan otras disposiciones.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.	 Objetivo del proyecto
El presente proyecto de ley, mediante el cual 

se establece el curso obligatorio para la tenencia 
responsable de animales domésticos de compañía 
en el territorio nacional, y se crea el Registro 
Nacional de Propietarios de Animales Domésticos 
de Compañía, surge ante la constatación de la gran 
cantidad de casos de abandono, maltrato animal y 
la falta de conocimientos básicos sobre el cuidado 
adecuado de estos animales en Colombia.

Por esta razón, se identifica la necesidad de 
implementar un curso obligatorio y gratuito 
que permita concientizar a los propietarios y 
futuros propietarios sobre sus obligaciones y 
responsabilidades en la tenencia de animales 
domésticos de compañía.

En consecuencia, el objeto de esta ley es 
establecer dicho curso obligatorio, virtual y gratuito, 
para fomentar una cultura de cuidado, protección y 
respeto por los derechos de los animales domésticos, 
así como para promover las obligaciones y 
responsabilidades de sus propietarios. Asimismo, 
busca contribuir a la lucha contra el maltrato y 
abandono, y fomentar prácticas responsables 
como la adopción consciente, la identificación, 
vacunación, esterilización, cría y venta responsable 
de animales de compañía.

2.	 Justificación
La necesidad de este proyecto de ley es evidente 

en el contexto actual del bienestar animal en 
Colombia. A pesar de la existencia de normas 
como la Ley 84 de 1989 y la Ley 1774 de 2016, 
que establecen un marco legal para la protección 
de los animales, los informes y estadísticas siguen 
revelando una realidad preocupante de maltrato y 
negligencia. Estas leyes, aunque bien intencionadas, 
han demostrado ser insuficientes para abordar 
eficazmente el problema en su raíz.
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El Proyecto de Ley número 083 de 2023 se 
presenta como una solución proactiva, que reconoce 
la educación y la conciencia como elementos 
fundamentales para prevenir el maltrato y garantizar 
una tenencia responsable de mascotas. Este proyecto 
representa un avance en el reconocimiento de que la 
legislación debe evolucionar para enfrentar las causas 
subyacentes del maltrato animal, y no limitarse 
únicamente a sancionar sus manifestaciones.

3.	 Fundamentos legales 
El presente proyecto de ley se fundamenta en las 

siguientes disposiciones legales:
•	 Constitución Política de Colombia:
-	 Artículo 79: Derecho a gozar de un ambiente 

sano. Corresponde al Estado proteger la diversidad e 
integridad del ambiente.

-	 Artículo 95, numeral 8: Es deber de toda 
persona proteger los recursos naturales y velar por la 
conservación de un ambiente sano.

•	 Ley 84 de 1989: por la cual se adopta el 
Estatuto Nacional de Protección de los Animales. 
Establece principios de protección y bienestar animal.

•	 Ley 1774 de 2016: por medio de la cual se 
modifica el Código Civil, el Código Penal y la Ley 
84 de 1989, reconociendo a los animales como seres 
sintientes y tipificando el maltrato animal como 
delito.

•	 Ley 1801 de 2016 (Código Nacional de 
Policía y Convivencia): Establece normas de 
comportamiento relacionadas con la protección y 
bienestar de los animales en el entorno ciudadano.

•	 Ley 5ª de 1972 y sus reformas: Normas 
generales sobre salubridad animal y tenencia de 
animales.

Por medio de la Ley 1774 de 2016 se incluyó 
en el Código Penal de la República de Colombia el 
tipo penal de maltrato animal, definido como toda 
conducta que cause la muerte o lesiones graves a los 
animales. La sanción correspondiente es una pena 
privativa de la libertad que puede oscilar entre uno 
y tres años. Esta pena puede agravarse si la conducta 
se comete con sevicia, en sitio público, en presencia 
de menores (o valiéndose de ellos), mediante actos 
sexuales, o por parte de un servidor público.

Sin embargo, casi siete años después de la 
expedición de esta ley, no es posible afirmar que en 
Colombia se haya erradicado el maltrato animal, y las 
estadísticas evidencian esta realidad.

Solo en el Distrito Capital de Bogotá, según datos 
del Grupo de Enlace de Urgencias Veterinarias y 
Maltrato Animal del IDPYBA, durante el año 2020 se 
registraron o crearon, a través de la línea de atención 
a emergencias 123, un total de 29.419 incidentes 
relacionados con animales. De estos, un 11% fue 
tramitado de manera directa por competencia y 
misionalidad de la entidad; el porcentaje restante 
corresponde, entre otros factores, al registro de 
situaciones que no están catalogadas como urgencias 
vitales (28%), es decir, que no comprometían 

realmente la vida de la fauna silvestre y doméstica 
referida, seguido de la remisión a otras entidades 
responsables por idoneidad (24%) y por la duplicidad 
en las denuncias (22%), es decir, el reporte repetitivo 
de un mismo caso.

Actualmente, hay aproximadamente 3 millones 
de perros y gatos en situación de calle, y cientos de 
caballos continúan siendo maltratados para el uso en 
vehículos de tracción animal.

En 2022, la Fiscalía de Colombia imputó a 239 
personas por causar la muerte o maltratar animales, 
según informó el ente a través de un comunicado.

El Grupo Especial para la Lucha contra el Maltrato 
Animal (Gelma) de la Fiscalía permitió resolver el 
80% de los eventos de maltrato animal en el contexto 
de la violencia intrafamiliar y el 75% de las denuncias 
de extorsión recibidas, en las que delincuentes exigían 
dinero para la devolución de animales.

En 2022 se logró resolver el 42,96% de los 
casos de graves agresiones contra animales, más del 
doble de lo obtenido en 2021, según la información 
proporcionada por la Fiscalía.

En virtud de lo anterior, los autores de este proyecto 
consideramos que, para contribuir a la erradicación 
del maltrato animal en Colombia, es necesario 
fomentar el cuidado responsable de las mascotas o 
animales domésticos de compañía por parte de sus 
propietarios, dado que este tipo de animales ocupa un 
lugar preponderante en las estadísticas de maltrato y 
abandono.

A través de este curso, el Estado, en cabeza del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
podrá divulgar los derechos de los animales, las 
obligaciones de los propietarios no solo frente a sus 
mascotas sino también en materia de responsabilidad 
civil extracontractual, las necesidades de un animal 
doméstico de compañía y todos los elementos que 
el Ministerio considere necesarios para que un 
propietario actual o futuro conozca, con el fin de 
fomentar su cuidado y prevenir el maltrato, abandono 
e incluso el sacrificio injustificado.

Si bien la tipificación del maltrato animal es un paso 
importante en el reconocimiento de los derechos de 
los animales, los autores estimamos que los resultados 
frente a la reducción y eliminación del maltrato 
pueden optimizarse mediante campañas educativas 
que concienticen a los propietarios actuales y futuros 
sobre las responsabilidades que implica la llegada de 
un animal doméstico de compañía al hogar.

Adicionalmente, el proyecto de ley crea un Registro 
Público de Propietarios y Animales Domésticos de 
compañía, con el fin de que el Estado cuente con la 
información necesaria para planear, presupuestar y 
ejecutar planes, programas, políticas y proyectos de 
vacunación, esterilización, adopción y en general de 
cuidado de los animales en Colombia.

DERECHO COMPARADO
España
La Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección 

de los derechos y el bienestar de los animales del 
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Reino de España, establece en su artículo 30 sobre 
la tenencia de perros:

Las personas que opten por ser titulares de perros 
deberán acreditar la realización de un curso de 
formación para la tenencia de perros, el cual tendrá 
una validez indefinida.

Dicho curso de formación será gratuito y su 
contenido se determinará reglamentariamente.

En el caso de la tenencia de perros, y durante toda 
la vida del animal, la persona titular deberá contratar 
y mantener vigente un seguro de responsabilidad 
civil por daños a terceros, que incluya en su cobertura 
a las personas responsables del animal, por un 
importe suficiente para sufragar los posibles gastos 
derivados, que será establecido reglamentariamente.

Chile
La norma que regula la protección de los animales 

en Chile es la Ley 21.020 del 19 de julio de 2017, 
que modifica la Ley 20.380 del 11 de septiembre de 
2009. Su ámbito de aplicación es nacional.

La implementación de esta ley se realiza a 
través del Reglamento sobre tenencia responsable 
de mascotas y animales de compañía, dictado por 
el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el 
Ministerio de Salud de la República de Chile. Son 
las municipalidades las encargadas de diseñar y 
ejecutar programas para garantizar su cumplimiento.

El objetivo de esta ley es regular la tenencia de 
animales con el propósito de proteger la salud y el 
bienestar animal, la salud pública mediante medidas 
de control, y fomentar una cultura de tenencia 
responsable.

Uruguay
La normativa de protección a mascotas en 

Uruguay está contenida en la Ley 18.471 de Tenencia 
Responsable de Animales, del 21 de abril de 2009, 
que entró en vigencia en 2014. Está reglamentada 
por el Decreto número 62/014 del 21 de marzo de 
ese mismo año. Para su cumplimiento se creó la 
Comisión Nacional Honoraria de Bienestar Animal 
(Conahoba), que asesoraba al Poder Ejecutivo en 
políticas de bienestar animal y recibía denuncias 
de maltrato y abandono. Posteriormente, fue 
reemplazada por la Comisión Honoraria de Tenencia 
Responsable y Bienestar Animal (Cohatryba o 
Cotryba), que asiste en la implementación de la ley 
y está bajo la tutela del Ministerio de Ganadería, 
Pesca y Agricultura.

Antes de esta ley, Uruguay enfrentaba problemas 
como el maltrato a animales utilizados en vehículos 
de tracción animal, abandono, transmisión de 
zoonosis, mordeduras de animales callejeros, 
sobrepoblación canina y sacrificios indiscriminados. 
Estos factores impulsaron la creación de la ley.

El objetivo principal de la Ley 18.471 es proteger 
la vida y el bienestar de los animales, promover la 
tenencia responsable, establecer obligaciones y 
derechos de los tenedores y sancionar el maltrato 
animal. Sin embargo, la ley considera a los 
animales como “cosas” y no los reconoce como 

seres sintientes. Además, no regula condiciones 
para animales en circos, zoológicos ni reservas, 
y requiere programas educativos sobre tenencia 
responsable. Estas limitaciones han generado 
críticas y propuestas de reforma, pues se considera 
que la falta de cultura y salud social contribuye a las 
problemáticas de maltrato.

México
México no cuenta con una ley general de 

protección animal a nivel federal, pero existen 
normativas estatales significativas. Destacan la 
Ley de Protección a los Animales de la Ciudad 
de México, promulgada el 26 de febrero de 2002 
y reformada el 4 de mayo de 2018; y la Ley de 
Protección y Cuidado a los Animales para el Estado 
de Jalisco, del 25 de octubre de 2012, que derogó la 
ley anterior de 2006. Estas leyes se aplican mediante 
decretos y programas específicos.

Ambas normativas buscan promover el bienestar 
animal y fomentar una cultura de protección. La 
necesidad de estas leyes surgió debido a las altas 
tasas de crueldad hacia los animales en México, 
incluyendo maltrato físico, abandono y desnutrición, 
que generan problemas sociales, sanitarios y costos 
para el gobierno.

4.	 Conveniencia
Por todo lo anterior, los autores consideramos 

que las disposiciones contenidas en este proyecto 
de ley son oportunas, pertinentes y necesarias 
para Colombia, con el objetivo de contribuir a la 
erradicación del maltrato animal, especialmente 
dentro del ámbito familiar y en relación con los 
animales domésticos de compañía, que son los más 
vulnerables.

Las transformaciones sociales y culturales en 
torno al bienestar animal deben ser impulsadas 
activamente por el Estado y sus instituciones. En 
este sentido, resulta fundamental el liderazgo del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
para promover una cultura de tenencia responsable 
y protección de los animales en el país.

5.	 Conflicto de intereses 
De acuerdo con el artículo 291 de la Ley 5ª de 

1992 -Reglamento Interno del Congreso, modificado 
por el artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, “el autor 
del proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo 
de la exposición de motivos un acápite que describa 
las circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen 
una decisión en torno a si se encuentran en una 
causal de impedimento, no obstante, otras causales 
que el Congresista pueda encontrar”. A su turno, el 
artículo 286 de la norma en comento, modificado 
por el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, define 
el conflicto de interés como la “situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista”.
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Consideramos los autores que el articulado de 
este proyecto no da lugar a que surjan conflictos de 
interés. No obstante, cada Congresista puede señalar 
por escrito antes de la votación las situaciones que le 
generen duda acerca de su impedimento o conflicto 
de interés.

6. 	 Impacto Fiscal
De acuerdo con lo pautado en el artículo 7° de 

la Ley 819 de 2003, por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad 
y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones, 
si una iniciativa legislativa ordena gastos u otorga 
beneficios tributarios deberá señalarlo de manera 
explícita en su exposición de motivos y deberá ser 
compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo:

“Artículo 7°. Análisis del impacto fiscal de las 
normas. En todo momento, el impacto fiscal de 
cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que 
ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, 
deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Para estos propósitos, deberá incluirse 
expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos fiscales 
de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
generada para el financiamiento de dicho costo.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en 
cualquier tiempo durante el respectivo trámite en el 
Congreso de la República, deberá rendir su concepto 
frente a la consistencia de lo dispuesto en el inciso 
anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en 
contravía del Marco Fiscal de Mediano Plazo. Este 
informe será publicado en la Gaceta del Congreso.

Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, 
que planteen un gasto adicional o una reducción de 
ingresos, deberán contener la correspondiente fuente 
sustitutiva por disminución de gasto o aumentos de 
ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

En las entidades territoriales, el trámite previsto 
en el inciso anterior será surtido ante la respectiva 
Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces”.

La Corte Constitucional sobre la materia ha dicho:
“El Congreso tiene la facultad de promover motu 

proprio proyectos de ley que decreten gastos, sin que 
ello implique adicionar o modificar el presupuesto, 
por cuanto esas leyes solamente constituyen el título 
para que luego el Gobierno decida si incluye o no las 
apropiaciones respectivas en el proyecto de ley anual 
de presupuesto que se somete a consideración del 
Congreso. Lo que no puede es consagrar un mandato 
para la inclusión de un gasto, es decir, establecer una 
orden de imperativo cumplimiento. Por su parte, está 
vedado al Gobierno hacer gastos que no hayan sido 
decretados por el Congreso e incluidos previamente 
en una ley. En otras palabras, el Congreso tiene 
la facultad de decretar gastos públicos, pero su 
incorporación en el presupuesto queda sujeta a una 
suerte de voluntad del Gobierno, en la medida en que 

tiene la facultad de proponer o no su inclusión en la 
ley”1.

Siguiendo lo establecido por la ley y la 
jurisprudencia constitucional, esta iniciativa 
legislativa no reviste costos fiscales adicionales 
que comprometan el presupuesto nacional y, en 
consecuencia, preserva la potestad del ejecutivo para 
fijar el gasto público.

De los honorables Congresistas,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 363 DE 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se establece el curso obligatorio 
para la tenencia responsable de animales domésticos 

de compañía, se crea el Registro Nacional de 
Propietarios de Animales de Compañía y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 

ley es establecer un curso obligatorio, virtual y 
gratuito para la tenencia responsable de animales de 
compañía en el territorio nacional, así como crear 
el Registro Nacional de Propietarios de Animales 
de Compañía. La ley busca fomentar una cultura 
de cuidado, protección y bienestar animal; prevenir 
el maltrato y abandono; y promover la adopción 
consciente, la vacunación, la esterilización, y la cría y 
comercialización responsables.

Artículo 2°. Definiciones: 
Abandono: Desentendimiento completo y 

absoluto por parte de un propietario en proveer los 
cuidados básicos a su animal. Incluye la delegación 
total de los cuidados a terceros sin el consentimiento 
de los mismos. 

Animales domésticos de compañía: Es aquel 
animal que convive con el ser humano, es mantenido 
por este y puede adaptarse a la vida en cautiverio, 
que no tengan como destino final su consumismo 
o el aprovechamiento de sus producciones o uso 
industrial, comercial y lucrativo.

Maltrato Animal: Comportamiento socialmente 
inaceptable que se presenta cuando se omite la 
responsabilidad de impedir todo sufrimiento evitable 
en un animal de manera directa y/o indirecta, 
vulnerando los principios básicos de bienestar animal 
y los deberes para con los animales consignados en 
la normativa vigente y/o implicando la imposición 
de dolor, sufrimiento, afección emocional, estrés y/o 
muerte a un animal por parte de un ser humano.

1	 Corte Constitucional. Sentencia C-399 de 20 de mayo de 
2003. M. P.: Clara Inés Vargas Hernández.
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Protección animal: Conjunto de acciones 
tendientes a eliminar, mitigar o apaciguar el 
sufrimiento, maltrato, crueldad, abandono o dolor, 
causado a los animales, directa o indirectamente, 
por el ser humano.

Animal de compañía: Es aquel animal que 
convive habitualmente con el ser humano, bajo su 
cuidado o custodia, que se mantiene principalmente 
con fines de compañía, afecto o recreación, y 
que puede adaptarse a la vida en cautiverio o 
en el entorno doméstico. No está destinado a 
la explotación para consumo, producción, uso 
industrial, comercial o lucrativo.

Tenencia responsable: Es el conjunto de 
acciones, cuidados, obligaciones y responsabilidades 
asumidas por el propietario o cuidador de un animal 
doméstico de compañía, encaminadas a garantizar 
su bienestar físico y emocional, incluyendo 
alimentación adecuada, atención veterinaria, 
espacio adecuado, identificación, vacunación, 
esterilización, y protección contra el maltrato, 
abandono o cualquier forma de sufrimiento.

Registro Nacional de Propietarios de 
Animales Domésticos de Compañía: Es la base 
de datos oficial y centralizada administrada por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
que contiene la información actualizada de 
los propietarios y sus animales domésticos de 
compañía en el territorio nacional, con el fin de 
facilitar la gestión, planeación y ejecución de 
políticas públicas relacionadas con el bienestar 
animal, así como el seguimiento de denuncias por 
maltrato y otras disposiciones legales aplicables.

Curso obligatorio: Programa educativo 
virtual y gratuito, diseñado y reglamentado por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
que debe ser realizado por todas las personas 
que adquieran o adopten animales domésticos 
de compañía, con el fin de fomentar la tenencia 
responsable, el bienestar animal y la prevención 
del maltrato y abandono.

Artículo 3°. Toda persona natural o jurídica que 
sea propietaria, tenedora o comercializadora de 
animales domésticos de compañía en el territorio 
nacional deberá realizar el curso virtual y gratuito de 
tenencia responsable, conforme a los lineamientos 
que establezca el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible en la reglamentación de la 
presente ley.

Parágrafo 1°. Quedan exentos de esta 
obligación: 

a) 	 Los propietarios de animales adquiridos 
con anterioridad a la entrada en vigencia de esta 
ley, quienes tendrán un plazo de dos (2) años para 
realizar el curso sin sanción.

b) 	 Los veterinarios y zootecnistas debidamente 
certificados ante el Comvezcol.

c) 	 Las fundaciones y organizaciones de 
protección animal legalmente constituidas, cuyo 
personal deberá acreditar formación equivalente.

Parágrafo 2°. Los menores de edad podrán 
adquirir animales domésticos de compañía siempre 
que sus padres o representantes legales hayan 
realizado el curso y asuman la responsabilidad 
solidaria.

Parágrafo 3°. En los territorios donde no se 
pueda garantizar el acceso al curso por medios 
virtuales, este podrá ser impartido a través de cartillas 
impresas reutilizables, diseñadas y distribuidas por el 
Ministerio.

Artículo 4°. Será requisito obligatorio para la 
compra o adopción de cualquier animal doméstico 
de compañía en el territorio nacional que la persona 
interesada en adquirirlo haya realizado previamente 
el curso virtual y gratuito de tenencia responsable, 
y presente el certificado oficial expedido por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 5°. Créase el Registro Nacional de 
Propietarios de Animales Domésticos de Compañía, 
a cargo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible.

Este registro tendrá como finalidad la 
identificación de los propietarios y de los animales 
domésticos de compañía en el país, con el objeto de 
facilitar la planeación, ejecución y seguimiento de 
campañas de educación, vacunación, esterilización, 
promoción de adopción, y demás acciones orientadas 
al bienestar animal.

En dicho registro también se incluirán las 
denuncias por presunto maltrato animal en contra de 
los propietarios, las cuales deberán ser tratadas con 
reserva conforme a la normativa vigente.

Parágrafo. Todo animal doméstico de compañía 
deberá estar identificado mediante microchip, placa 
o sistema de identificación permanente aprobado por 
el Invima, dentro de los sesenta (60) días siguientes 
a su adquisición o adopción. La información de 
identificación deberá ser registrada en la base de 
datos nacional.

Artículo 6°. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible deberá reglamentar, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigor de 
la presente ley:

a) 	 El funcionamiento del Registro Nacional de 
Propietarios de Animales Domésticos de Compañía.

b) 	 Las características pedagógicas y técnicas 
del curso de tenencia responsable.

c) 	 La delimitación de especies cuya tenencia 
requiere la realización del curso.

d) 	 Las sanciones aplicables por el 
incumplimiento de esta obligación, sin perjuicio de 
las sanciones establecidas en otras normas vigentes. 

Artículo 7°. Autorízase al Gobierno nacional 
para efectuar las apropiaciones presupuestales 
necesarias para la implementación y ejecución de la 
presente ley, en el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 
del Marco de Gasto de Mediano Plazo.

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley entrará en 
vigor a partir de su promulgación.
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